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INTRODUCCIÓN 
La afirmación frecuente de que las normas del Procedimiento Civil, se aplican en 
subsidio del Procedimiento Administrativo, no es del todo exacto hoy en día, ya 
que generalmente la aplicación de estas normas no se realiza, en Derecho 
Administrativo respetando su pureza original. Por el contrario, se las integra con 
los principios y normas del Procedimiento Administrativo, conformándose y 
remodelándose a favor de este. El administrado, servidor público o jurista,  que no 
estuviera consciente de tal circunstancia, al momento de planteársele un caso 
concreto deberá actuar con suma cautela al querer aplicar normas de 
Procedimiento Civil, pues podría estar atentando contra los principios generales de 
la disciplina administrativa. 
 
En Nicaragua, la gran mayoría de instituciones u órganos administrativos, a pesar 
de tener diversos fines y objetos, realizan una práctica que cada vez se ha vuelto 
más común y repetitiva entre estos, lo que basta hacer una breve y sucinta 
revisión en las distintas normas jurídicas que regulan los procedimientos 
administrativos (leyes, reglamentos, decretos, acuerdos administrativos, etc.) para 
darse cuenta que entre su articulado es normal encontrar una redacción similar a 
esta: “en lo no previsto por la presente disposición, regirá lo establecido en el 
Código de Procedimiento Civil vigente.” Con las cosas así es que los órganos 
administrativos facultados para tramitar procedimientos administrativos, han hecho 
un uso descontrolado, desmedido y hasta antojadizo de esa disposición. 
Así vemos que se han dejado a un lado los principios formadores del derecho 
administrativo y más específicamente del procedimiento administrativo 
propiamente dicho (igualdad, oficialidad, celeridad, impugnación, simplicidad,  
etc.), priorizando a las disposiciones del Código de procedimiento civil, siendo lo 
correcto el hacer uso de estas muy excepcionalmente, debiendo prevalecer los 
principios peculiares e inescindibles de todo procedimiento administrativo. Por ello 
considero de gran relevancia realizar una investigación documental con el principal 
objetivo de demostrar que integrar el procedimiento administrativo con 
disposiciones de derecho civil, es desacertado e inapropiado. 
La tesis monográfica que ahora tienen en sus manos, aborda en su primer 
capítulo, aspectos generales del procedimiento administrativo, estableciendo los 
conceptos más usuales en la doctrina administrativa, los tipos de procedimientos 
administrativos, sus principios generales, definición de interesados, como sujetos 
en el procedimiento administrativo. 
En su segundo capítulo, trata de exponer es estado actual del Procedimiento 
Administrativo en Nicaragua, principalmente a la luz de los principales 
administrativistas nicaragüenses. Quise incluir y destacar los elementos mas 
relevantes de la Ley 691, Ley de Simplificación de Trámites y Servicios en la 
Administración, esta vez, como un conjunto de normas jurídicas, las únicas diría 
yo, en nuestro ordenamiento jurídico administrativo, que obliga, aunque de manera 
muy general, a los órganos de la Administración Pública, a prescindir de la 
inclusión de normas al procedimiento administrativo, que vuelvan tediosa, 
retardada u onerosa su tramitación. 
Por último, en su tercer capítulo y final, se demuestra, a través de resoluciones 
administrativas, como inciden las normas del Procedimiento Civil en la tramitación 
del procedimiento administrativo en Nicaragua, esto como consecuencia, de 
aplicar ya no subsidiariamente, sino, casi religiosamente, las normas del Código 









• Estudiar el Procedimiento Administrativo en Nicaragua, como institución 
jurídica, destacando como inciden las normas del Código de Procedimiento 
Civil de la República de Nicaragua, vigente, al aplicarse por la 
Administración Pública. 
OBEJTIVOS ESPECIFICOS: 
• Determinar la distinción entre el procedimiento administrativo y el 
procedimiento civil. 
• Analizar la regulación jurídica vigente en Nicaragua del procedimiento 
administrativo. 
• Examinar y valorar el Proyecto de Ley, denominado: “Ley de Régimen de 
las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común”. 
• Demostrar como la Administración Pública utiliza normas de Procedimiento 












CAPITULO I. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. GENERALIDADES 
En el presente capítulo abordaré las generalidades del procedimiento 
administrativo, es decir, los conceptos más apropiados y admitidos que han 
arrojado desde la doctrina distinguidos autores nacionales y extranjeros, las clases 
o tipos de procedimiento administrativo, sus principios generales como norma 
adjetiva de Derecho administrativo, los sujetos que intervienen y a la vez 
conforman y dinamizan el procedimiento administrativo como tal, para luego 
concordar la relación que existe entre procedimiento civil y procedimiento 
administrativo, así también determinar cómo incide el primero en el último.  
 
1. Definiciones de procedimiento administrativo 
 
Etimológicamente la palabra procedimiento al igual que  proceso, deriva del verbo 
latino “procedere” y tiene un significado de avance, de andar hacia adelante, es 
decir de ir o marchar por un camino o “iter” que es preciso seguir para alcanzar 
una meta o un fin determinado. 
 
No obstante lo anterior, algunos autores se han encargado de señalar la distinción 
entre lo que es proceso y procedimiento administrativo. Por proceso se entiende 
los actos realizados ante y por un órgano jurisdiccional, para resolver una 
controversia entre partes, en cambio procedimiento viene a ser la serie de pasos y 
medidas tendientes a la producción o ejecución de un acto jurídico. El proceso 
posee como característica fundamental ser una secuencia de actos que tienen por 
fin decidir una controversia entre partes, por medio de una autoridad imparcial e 
independiente (el juez) que resuelve con fuerza de verdad legal (autoridad de cosa 
juzgada). Un proceso puede calificarse de administrativo sólo cuando concurran 
una de las dos circunstancias siguientes: que una de las partes en la controversia 
sea precisamente la administración, o que el que resuelve la controversia sea un 
órgano de la propia administración pública (tribunales administrativos, juntas de 
conciliación, arbitraje). En la doctrina existe una tendencia mayoritaria orientada a 
reservar la expresión proceso administrativo para aquel que se sigue ante 
tribunales contenciosos administrativos y en los cuales desde luego es parte la 
propia administración. El procedimiento administrativo es entonces la serie 
coordinada de medidas tendientes a producir y ejecutar un acto administrativo, 
pudiéndose decir que la relación entre proceso y procedimiento es de género y 
especie. Es por ello que al procedimiento administrativo no se le puede denominar 
indistintamente proceso y a la vez procedimiento,  puesto que como veremos más 
adelante, por sus propias características no se le puede confundir con un proceso 
administrativo. (Martínez, 1994, pp. 240, 241). 
 
Técnicamente, desde una función meramente descriptiva, es posible observar que 
el procedimiento consiste fundamentalmente en una pluralidad de actos ligados o 
coordinados entre sí, guardando una relación de interdependencia, de tal manera 
que sin cada acto anterior, ninguno de los posteriores posee validez, y a la 
inversa, sin cada acto posterior, ninguno de los anteriores tiene eficacia. Así, este 
encadenamiento de actos, que juntos tienden a alcanzar un efecto jurídico común 
y final, es lo que se denomina técnicamente como procedimiento. (Villar, 1977, p. 
115). 
 
Gianini, citado por el Profesor Escorcia (2002), afirma que se ha comenzado a 
hablar de procedimiento administrativo a finales del siglo XIX para indicar las 
secuencias de los actos de la autoridad administrativa, relacionados entre sí y 
tendentes a un único fin; el término procedimiento quería pues, significar una serie 
cronológica de actos o actuaciones dirigidas a un resultado.  
 
Inicialmente el procedimiento administrativo es el conjunto de principios, de 
formalidades previas a la producción del acto administrativo y que tienden a 
regularlo desde su iniciación, hasta el momento en que se dicta, su ejecución y los 
recursos o impugnaciones a que da lugar en sede administrativa. (López, C. 
Revista Encuentro, No. 11, UCA, 1977).  
 
Para el profesor Rizo Oyanguren, el procedimiento administrativo se puede definir 
también como el cauce legal que los órganos de la Administración se ven 
obligados a seguir en la realización de sus funciones y dentro de su competencia 
respectiva, para producir los actos administrativos y su posterior revisión por 
medio de los recursos administrativos. (Rizo Oyanguren, 1992, p. 122).  
 
El profesor Cosculluela en su obra Manual de Derecho administrativo del año 
1993, afirma que el procedimiento administrativo es el cauce formal de producción 
de las disposiciones y resoluciones administrativas, ya que la actividad precisa de 
una serie de actuaciones previas en las que debe basarse la decisión final que 
tome la administración pública1, lo que constituye una exigencia de funcionamiento 
para cualquier órgano administrativo2, así como la necesaria fundamentación y 
objetividad que es mayormente exigible al tratarse de una actividad vinculada a la 
satisfacción de intereses colectivos. Sin embargo el procedimiento administrativo 
tiene otra significación igualmente importante y es que es un medio de garantía de 
los derechos e intereses de los administrados, garantía que se deriva tanto de la 
objetividad que se exige a la Administración pública a través de sus principios 
generales, como de la directa intervención del propio administrado afectado en el 
procedimiento.  
 
Por su parte González Pérez sostiene que el procedimiento administrativo es un 
tipo, una forma, una especie de combinación de actos, que se caracteriza por lo 
siguiente: cada uno de los actos combinados conserva íntegra su individualidad, la 
conexión entre los actos radica en la unidad de efectos jurídicos, de esta forma 
todos los actos que conforman el procedimiento, están encaminados a producir un 
efecto jurídico, están vinculados casualmente entre sí, de tal modo que cada uno 
supone al anterior y el último supone al grupo entero. (González Pérez, 1992). 
 
                                                            
1 Puede definirse  a la administración pública como  el aparato burocrático del estado, dotado de personalidad jurídica, al que se le 
encomienda  la satisfacción de los intereses públicos  los cuales le corresponde a los poderes estatales 
2 Es la instancia o dependencia encargada de resolver un procedimiento administrativo y que tiene 
competencia para resolver en nombre de la Administración Pública y cuya actuación se imputa de forma 
directa e inmediata a la Administración de la misma. 
El procedimiento administrativo entonces, es una manifestación pura y llana del 
principio de legalidad que rige la actividad administrativa, puesto que la 
administración pública se encuentra obligada a someter toda su actividad a la 
norma jurídica, es decir, a seguir unos cauces formales mínimos para que se 
pueda considerar como legal y legítimo su actuar, en caso contrario, el mismo 
ordenamiento jurídico establece unos mecanismos para que los actos y 
disposiciones administrativas puedan ser revisados, a través de lo que se 
denomina como procedimiento administrativo de revisión, que abordaremos en el 
apartado de las clases o tipos de procedimiento administrativo.  
 
En efecto, el procedimiento administrativo  constituye una garantía de ese principio 
de legalidad consagrado en nuestra constitución política en su artículo 130.1, en 
tanto en cuanto constituye garantía de que los intereses públicos son satisfechos 
mediante un orden de actuaciones regulares y previamente determinadas por el 
ordenamiento jurídico, así también constituye garantía de los intereses de los 
administrados, ya que estos tendrán la seguridad jurídica de  que la administración 
pública actúa mediante un procedimiento que posteriormente es revisable en la vía 
judicial. (Escorcia, 2002). 
 
El procedimiento administrativo tiene las siguientes características:  
9 Es aquel cauce formal, que debe seguir la administración pública para la 
producción y exteriorización de su voluntad, a través de la emisión de actos 
administrativos3. 
  
9 Consiste en una unidad interna de actos, que juntos tienden a la realización de 
un fin jurídico, guardando entre sí una conexión e interdependencia, de tal 
manera que el ultimo supone al anterior y el último supone al grupo entero. 
 
                                                            
3 Acto administrativo es la declaración o manifestación de voluntad, juicio o conocimiento, expresada en 
forma verbal o escrita o por cualquier otro medio que, con carácter general o particular, emitieren los 
órganos de la administración pública y que produjere o pudiere producir efectos jurídicos. (Navarro & 
Sendín, 2010, pp. 183-184). 
9 Constituye garantía jurídica para los administrados, en tanto en cuanto, brinda 
seguridad jurídica de la actuación de la administración pública, ya que esta se 
ve obligada a actuar a través de un procedimiento previsto por el ordenamiento 
jurídico.   
 
2. Clases de procedimiento administrativo 
 
Teniendo en cuenta la pluralidad de actividades que pueden desarrollar las 
administraciones públicas, es lógico que existan tantos procedimientos 
administrativos como materias o actividades administrativas. Una primera 
aproximación, pese a esa diversidad de procedimientos, es reducir la clasificación 
del procedimiento administrativo, en un binomio fundamental, es decir, existe un 
procedimiento administrativo general y el resto son procedimientos administrativos 
especiales (García & Fernández, 2008, p. 445). 
 
Sin embargo, desde otro punto de vista, atendiendo a su finalidad específica, se 
suelen clasificar en procedimientos declarativos, ejecutivos y de simple gestión. 
Los declarativos se orientan a la elaboración de una decisión, cuyo distinto 
carácter, dan origen a otros subtipos de procedimientos: así podría ser 
sancionador, si se trata de la imposición de sanciones, de revisión cuando se trate 
de revocar una decisión anterior, el que puede ser de oficio, cuando la iniciativa 
revocatoria corresponde a la propia administración autora de la decisión primera o 
de revisión en vía de recurso, es decir a instancia del particular afectado por dicha 
decisión. (García & Fernández, 2008, p. 446). 
 
Los procedimientos ejecutivos, por su parte, tienden a la realización material de 
una decisión anterior ya definitiva, como por ejemplo el procedimiento de apremio; 
mientras que los de simple gestión suelen tener una finalidad de tipo técnico y de 
carácter primordialmente interno, preparatoria de una decisión anterior. (García & 
Fernández, 2008, p. 446). 
 
Existen otras clasificaciones, como la propuesta por Royo Villanova, citado por 
Rizo Oyanguren (1992), el que atendiendo a su finalidad, destaca las siguientes 
clases de procedimientos administrativos: 
 
9 Procedimiento ordinario o de gestión administrativa, encaminado a la 
realización de los actos administrativos, en que radica la normal actividad 
de la administración pública, que tiene como finalidad precisamente de 
definir en el caso concreto la situación jurídica del particular o administrado. 
9 Procedimiento de recurso o de reclamación, el que tiene como finalidad la 
impugnación de un acto administrativo  existente, pidiéndose que se dicte 
otro que lo reforme o anule. 
9 Procedimiento sancionador, en el que la administración pública persigue el 
castigo de los particulares que han infringido las disposiciones 
administrativas o el de los servidores públicos que han faltado a sus 
deberes. 
9 Procedimiento ejecutivo o de apremio, dirigido a llevar a su debido 
cumplimiento los actos administrativos. 
9 Procedimiento de oposición, es un procedimiento previo a la dictación de un 
acto administrativo y que tiende a conocer y en su caso respetar derechos 
de terceros, que se vean afectados con la emisión de dicho acto 
administrativo. 
 El maestro Escorcia (2002, p. 197-198) hace una clasificación no muy distinta a la 
anterior: 
9 Procedimiento ordinario o de gestión administrativa, el que está 
encaminado a la realización de los actos administrativos, en el marco de la 
normal actividad de la administración pública. Este procedimiento consta 
fundamentalmente de tres etapas, introductoria o de planteamientos, 
probatoria y decisoria, también se le conoce como procedimiento tipo o 
modelo, por medio del cual han de ventilarse todas las cuestiones que no 
tengan asignado un procedimiento especial. 
9 Procedimiento de recurso o reclamación, mediante el cual se realizan las 
impugnaciones de los actos administrativos, ya sea para modificarlos o 
anularlos. En términos generales los recursos que se contemplan en 
nuestro ordenamiento jurídico administrativo son el de revisión y el de 
apelación; el primero se interpone ante la propia autoridad que dictó el acto 
para que lo modifique o anule, el segundo, aunque se interpone ante quien 
emitió el acto, lo resuelve el superior jerárquico. 
9 Procedimiento sancionador, es aquel mediante el que la administración 
pública persigue el castigo de los particulares que han infringido las 
disposiciones administrativas, es decir, se trata de un procedimiento 
correctivo. En cambio se le llama procedimiento disciplinario, cuando se 
trata de funcionarios públicos que han faltado a sus deberes. Como 
podemos ver, no se debe confundir al procedimiento el procedimiento 
correctivo con el procedimiento disciplinario, el primero esta reservado y 
diseñado para los administrados infractores en general, mientras que el 
ultimo es exclusivo en contra de los servidores públicos que incumplen con 
sus deberes. 
9 Procedimiento ejecutivo o de apremio, está dirigido a llevar a su debido 
cumplimiento los actos administrativos, basado en las propias 
características del acto administrativo, de ejecutividad y ejecutoriedad, la 
primera en cuanto todo acto administrativo se presume jurídicamente válido 
y la segunda en tanto que en virtud de la primera, en sí mismo apareja 
ejecución sin necesidad del auxilio jurisdiccional, a través de los medios de 
ejecución forzosa de la propia administración pública. 
9 Procedimiento de Oposición, es  aquel procedimiento previo a la aprobación 
del acto administrativo, que tiene como finalidad, el respeto y el 
reconocimiento de los derechos de terceros. En este tipo de procedimiento, 
la administración pública actúa excepcionalmente como juez, es decir, 
como un tercero imparcial y neutral ante la contienda entre las partes 
involucradas.  
 
Un aspecto importante que hay que aclarar en ocasión de este tipo de 
procedimiento administrativo, es que no hay que confundírsele con el 
procedimiento administrativo de recurso o reclamación, puesto que en este 
no se trata de recurrir o impugnar un acto de la administración pública, sino 
que como se dijo antes, precisamente el procedimiento de oposición tiene 
lugar antes de que la administración dicte o emita un acto administrativo. 
Con la oposición se trata de evitar que el acto se dicte, si se logra 
demostrar que  con él se pueden perjudicar derechos de terceros.  
 
La oposición es entonces un procedimiento de carácter preventivo, con la 
circunstancia especial de que si el tercero no hace valer sus derechos en 
esa vía de oposición, no por ello los pierde, pues puede posteriormente 
hacerlo valer en la vía judicial. (Escorcia, 2002, p. 242). 
 
Por su parte Giannini (citado por Parada, 1996, p. 237) formula una tipología de 
procedimientos administrativos, que sigue muy de cerca el tipo de acto 
administrativo a cuya emisión conducen: 
9 Procedimientos declarativos y constitutivos. Los constitutivos se 
caracterizan por producir un efecto jurídico de nacimiento, modificación o 
extinción de situaciones subjetivas. Los declarativos tienen una finalidad 
menos brillante pero muy importante en la vida práctica, por que sirven 
entre otras cosas, para atribuir cualificaciones jurídicas a cosas, personas o 
a relaciones. 
9 Los procedimientos constitutivos se dividen a su vez, según la finalidad a la 
que sirven, en procedimientos ablatorios o expropiatorios, concesionales y 
autorizativos. 
9 Del mismo modo, los procedimientos constitutivos en función de los 
intereses públicos que se gestionan pueden ser simples o complejos. 
Simple es el procedimiento que persigue un único interés público, como en 
el de expedición de una licencia para explotar un recurso natural; el 
procedimiento por el contrario, se le denomina complejo cuando atiende a 
varios intereses públicos, como en los casos de aprobación de  los planes 
de urbanismo. 
9 Existen también procedimientos organizativos, manifestaciones de esta 
potestad, como los que tienen por finalidad la creación, modificación o 
extinción de personas jurídicas o de órganos de la administración, así 
también la actividad de control, etc. 
9 Los procedimientos sancionadores son aquellos a través de los cuales la 
Administración ejercita la potestad sancionatoria. 
9 Por último tenemos a los procedimientos administrativos ejecutivos, que son 
aquellos a través de los cuales se materializan los contenidos de los actos 
administrativos. 
 
3. Los principios generales del procedimiento administrativo. 
Arríen Somarriba (2009) apunta: 
            Los principios del procedimiento administrativo son un conjunto de reglas básicas, 
que conforman un sustrato axiológico esencial que sirve de base de las reglas 
reguladoras de éste y sirven como criterios interpretativos de las mismas. (p. 45). 
  
La doctrina ha intentado aislar unos principios aplicables a todo procedimiento 
administrativo, sin embargo, como acabamos de describir en el apartado anterior, 
existe una gran variedad de procedimientos administrativos, lo que hace difícil y 
complica que los doctrinarios encuentren uniformidad al momento  de exponer 
cuáles son estos principios y que significan cada uno de los mismos, sin embargo 
en términos generales se afirma que el procedimiento administrativo es mucho 
menos formalista que el judicial, como veremos en el desarrollo de este apartado. 
García de Enterría y Fernández Rodríguez (2008) se refieren a los principios del 
contradictorio, economía procesal, indubio pro actione, oficialidad, exigencia de 
motivación, imparcialidad, tensión entre publicidad y secreto y por último 
gratuidad. Entrena Cuesta reduce los principios informadores del procedimiento 
administrativo a los de tendencia a la unidad y al de preocupación de la garantía; 
Cosculluela alude a los principios de economía procesal, celeridad y eficacia, 
antiformalismo, oficialidad, máxima garantía de los administrados afectados e 
igualdad. 
En ese sentido los principios más notorios son los siguientes:  
9 Principio del carácter contradictorio: el procedimiento administrativo puede 
iniciarse de oficio o a instancia de parte interesada, en todo caso, es esencia de 
todo procedimiento administrativo su carácter contradictorio, es decir, la 
posibilidad de que se hagan valer los distintos intereses en juego y de que esos 
intereses sean adecuadamente confrontados en presencia de sus respectivos 
titulares antes de adoptar una decisión definitiva. Este principio garantiza la 
llamada al procedimiento en cualquier caso, inclusive de los que, sin haberlo 
iniciado, ostenten derechos que puedan resultar afectados por la decisión que el 
mismo adopte, igualmente la comparecencia en el procedimiento de todas 
aquellas personas cuyos intereses legítimos, personales y directos puedan 
resultar afectado por la resolución que se dicte, en defensa, precisamente de esos 
intereses. El principio del carácter contradictorio otorga una serie de derechos a 
los interesados: derecho a conocer en cualquier momento el estado de la 
tramitación del procedimiento y a obtener copias de los documentos contenidos en 
este, a identificar a las autoridades y al personal al servicio de las 
administraciones públicas bajo cuya responsabilidad se tramite el procedimiento, a 
formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento 
anterior a la resolución definitiva, a proponer aquellas actuaciones que requieran 
su intervención, a proponer cualquier clase de pruebas  a intervenir en la práctica 
de las mismas.  (García de Enterría & Fernández, 2008, pp. 459).  
 
Como vemos el principio de contradicción irradia todas la fases del procedimiento 
administrativo que posteriormente explicaremos con mayor detenimiento, y es en 
atención a este principio como deben interpretarse todas y cada una de las 
normas reguladoras y como deben valorarse todas y cada una de las actuaciones 
que lo integran. 
 
9 Principio de oficialidad: este principio significa que la administración pública 
está específicamente obligada a desarrollar la actividad que sea necesaria para 
llegar a la decisión final, sin necesidad de que sea excitada en este sentido por los 
particulares, en total diferencia a lo que ocurre en el ámbito de la jurisdicción civil, 
donde por regir el principio dispositivo, se entiende que el proceso es cosa de las 
partes, de quienes depende en consecuencia, su progresión. La apertura de un 
período probatorio es también en virtud de este principio, obligatoria para la 
administración, aún el supuesto de que no medie petición al efecto de los 
interesados (García de Enterría & Fernández, T. 2008, p. 466). 
 
9 Principio anti formalista: este principio supone que el cumplimiento de los 
requisitos formales sea examinado con flexibilidad, debiendo dar preferencia a las 
cuestiones de fondo respecto de las meramente procedimentales, las que ocupan 
un lugar secundario en el procedimiento. (Arríen, 2009, p. 46). 
 
Por su parte, Escorcia (2002, p. 201), expone que este principio se traduce en la 
imposición de unos requisitos mínimos para las actuaciones de los interesados y 
la generalizada admisión de la subsanación de los defectos o errores cometidos 
por estos, teniendo vigor tanto en los escritos iniciales como durante toda la 
tramitación del procedimiento administrativo. 
 
En este mismo sentido Rizo Oyanguren (1992, p. 127), arguye que en total 
oposición al proceso judicial, recargado de formalidades, en las que las partes 
buscan garantías reciprocas, en el procedimiento administrativo suele prescindirse 
de muchas condiciones formales, desde los escritos iniciales hasta el fin de su 
tramitación. Sin embargo, con el objeto de no perjudicar los derechos de los 
interesados, deben de existir siempre unas formalidades mínimas que garanticen 
esos derechos, suprimiendo ante todo trámites innecesarios.  
 9 Principio de celeridad en la tramitación: al ser el procedimiento administrativo 
el cauce legal para la producción de los actos administrativos como expresión de 
la voluntad de las administraciones públicas, mismos que tienen una finalidad 
pública en procura del beneficio de los administrados en su conjunto, el 
procedimiento administrativo debe ser tramitado con celeridad, con rapidez, 
porque las necesidades colectivas que pretenden satisfacer los actos 
administrativos no pueden esperar eternamente la realización de tramites 
burocráticos y tediosos, los cuales desde luego alegarían al mismo administrado, 
al inversionista, y en general a todo aquel que pueda contribuir con la 
administración pública en la satisfacción de las necesidades colectivas. (Arríen, 
2009, p. 46). 
 
Este principio es consecuencia directa de la falta de formalidades pregonada por 
el principio antiformalista, pero aunque ese es el deber ser, no lo es en el ser en la 
mayoría de las ocasiones, ya que el procedimiento administrativo suele retrasarse 
lamentablemente, bien por el exceso de trabajo, bien por no estar debidamente 
organizado, bien por negligencia de los funcionarios, etc. (Rizo Oyanguren, 1992, 
p. 128). 
 
Es por ello que en virtud de este principio las leyes deben establecer las medidas 
adecuadas y necesarias para hacer efectiva la vigencia del mismo. Tales medidas 
podrían ser la fijación de plazos breves y de obligatorio cumplimiento  para las 
autoridades e interesados, la forma de computarlos, la responsabilidad de los 
funcionarios y empleados públicos que no cumplan con tales plazos, así como los 
medios para impugnar la negligencia y la responsabilidad de aquellos. (Escorcia, 
2002, p. 201). 
 
4. Los interesados en el procedimiento administrativo 
En los apartados anteriores ya hemos hecho alusión a un sector específico de los 
administrados, estos son los llamados interesados, los que desarrollan un papel 
protagonista en el mismo, teniendo presencia en todas etapas del procedimiento. 
Es ahora que cobra una vital importancia, definir que se entiende por interesado y 
quiénes pueden ostentar tal condición en un procedimiento administrativo. 
Son interesados en el procedimiento administrativo quienes lo promuevan como 
titulares de derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, también son 
interesados aquellos que, sin promover el procedimiento administrativo, pero que 
posean derechos o intereses legítimos que se puedan ver afectados por la 
resolución del procedimiento, y que se personen en el mismo en tanto no se haya 
resuelto definitivamente el procedimiento. Del mismo modo se consideran 
interesados en el procedimiento administrativo, los que, no habiendo excitado el 
inicio de este, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión final 
que adopte el órgano competente. (García & Fernández, 2008, p. 478).  
Para el primer grupo de interesados, es necesario decir que interés legítimo4 es la 
existencia de una posición propia de cualquier naturaleza que se puede ver 
afectada ya sea de forma positiva o negativa, por la resolución que se dicte en el 
procedimiento. Tal situación jurídica de interés, autoriza para participar en el 
procedimiento, defendiendo esa calidad y posición de interesado, o lo que es lo 
mismo, brinda la aptitud o idoneidad para reaccionar contra una eventual 
alteración de la legalidad que perjudique esos intereses propios. (Navarro & 
Sendín, 2010, p. 310).  
Es necesario, tener muy en cuenta que ese interés legítimo no tiene 
necesariamente que ser individual, como ya apuntaba, también están legitimados 
aquellos que ostenten intereses legítimos colectivos, permitiendo obtener la 
condición de interesado a las entidades que representan intereses no 
individualizables en un solo sujeto o sujetos determinados, sino que afecten  a una 
pluralidad de personas (Navarro & Sendín, 2010, p. 312). 
                                                            
4 Interés legitimo es toda situación jurídica individualizada, caracterizada por singularizar una o más 
personas concretas, respecto a la generalidad de los ciudadanos y dotada de consistencia y lógica jurídico-
administrativa propias, independientes de su apoyatura, derivación, conexión con verdaderos derechos 
subjetivos; situación que desde el punto de vista procedimental. Supone una especifica relación de la misma 
con el objeto del procedimiento” (Parejo 1993, p. 449-450). 
Al respecto del último grupo de interesados, es decir, aquellos que sin haber 
excitado la iniciación del procedimiento administrativo, que ostenten derechos que 
puedan resultar afectados por la decisión que tomase el órgano competente. En 
tales supuestos se hace referencia a derechos subjetivos5, los que, a los efectos 
que ahora nos ocupa, es el mismo que rige con carácter general en la teoría 
general del Derecho, como el poder para exigir el cumplimiento de una prestación 
con independencia de su contenido y de su titulo. 
En todo caso, para este grupo de interesados, su condición se sustenta por sí sola 
en la titularidad del derecho subjetivo, que por ser tal y existir con anterioridad a la 
iniciación del procedimiento administrativo, implica una correlativa obligación, al 
menos de respeto, por parte de la administración, que hace innecesaria la 
adopción por el particular de iniciativa alguna a tales efectos. En este caso 
entonces, la condición de interesado no depende, ni de la promoción del 
procedimiento por el titular del derecho, ni de su comparecencia a titulo propio en 
un procedimiento ya iniciado, su condición de interesado la tiene por sí y ante sí 
en todo caso (García & Fernández, 2008, p. 479). 
La diferencia entre ambos grupos de interesados, es que los titulares de derechos 
subjetivos ostentan la legitimación en su máxima expresión de intensidad, 
consecuentemente, son siempre interesados, con independencia de su actitud 
hacia el procedimiento, como efecto lógico de la preexistencia de estos derechos 
al procedimiento mismo, debiendo la administración observar al menos un cierto 
respeto, lo que se traduce en un necesario ofrecimiento de la posibilidad de 
tutelarlos a sus titulares.  
Diferente es el caso de los titulares de los intereses legítimos, ya que constituyen 
posiciones jurídicas que se hacen patentes con la acción que motiva la iniciación 
del procedimiento, sin embargo no tienen individualidad propia sin tal iniciación, lo 
                                                            
5 Por derecho subjetivo debe entenderse toda posición jurídica individualizada y activa traducible en 
pretensiones frente a la administración de realización de prestaciones a las que esté obligada (con 
independencia del título constitutivo de la obligación), de reconocimiento o protección de situaciones 
jurídicas reconocidas normativamente o por la propia administración, o de respeto de ámbitos de libertad 
establecidos por el ordenamiento jurídico (García & Fernández, 2008, p. 478). 
que significa que su tutela efectiva en el procedimiento depende de la actitud o 
postura de su titular, que si inicia el procedimiento o se persona en el mismo, se 
convertirá en interesado, en caso contrario, no tendrá tal calidad (Navarro & 
Sendín, 2010, p. 312). 
 
5. Etapas o fases del procedimiento administrativo. 
Todo procedimiento administrativo generalmente, sin perjuicio de los 
procedimientos especiales, las siguientes etapas o fases comunes: 
 
9 Etapa de iniciación:  
El procedimiento administrativo se inicia por medio de un acto al que el 
ordenamiento jurídico le atribuye como efecto, el de poner en marcha el 
procedimiento como tal. Este llamado acto de iniciación, da lugar entonces al 
surgimiento de una serie de trámites o fases que tienen como fin decidir las 
cuestiones planteadas por ese acto, así como cuántas otras se deriven del objeto 
específico del procedimiento. Todas esas fases como ya he explicado, son las que 
conforman el procedimiento en su conjunto, guardando entre sí una relación de 
interdependencia, desde el primero hasta el último. (Arríen, 2009, p. 47). 
El procedimiento administrativo puede ser iniciado a solicitud del interesado o de 
oficio por la autoridad administrativa. Se inicia a solicitud del interesado cuando se 
promueve para resolver pretensiones planteadas por el mismo, es decir, que en 
este caso se inicia por medio de una solicitud, que es un acto a través del cual se 
plantea una pretensión ante la administración pública. 
El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio por acuerdo del órgano 
competente, ya sea por propia iniciativa o como consecuencia de una orden 
superior, mediando petición razonada de estos órganos o por denuncia. (García & 
Fernández, 2008). 
La ley como norma jurídica de carácter general y abstracta, por su misma 
naturaleza no puede decir categóricamente, en qué casos el procedimiento 
administrativo puede iniciarse de oficio y cuándo puede iniciarse  a instancia de 
parte interesada, esta cuestión dependerá entonces, lógicamente, de la clase de 
procedimiento administrativo que se trate y de la concreta situación jurídica en que 
se encuentre el administrado respecto a su eventual objeto (García & Fernández, 
2008). 
Por lo pronto, es necesario advertir que no todos los procedimientos 
administrativos pueden iniciarse de oficio, de bebido a que hay sectores de la 
actividad administrativa que están diseñados técnicamente en torno al principio de 
rogación, de tal manera que la solicitud del particular es presupuesto necesario de 
la iniciación del procedimiento y su desarrollo posterior. Así por ejemplo, para el 
otorgamiento  de autorizaciones  o concesiones y, en general, todo procedimiento 
con el objeto de reconocer un derecho o de constituir una situación jurídica 
favorable a un sujeto determinado, se exige en principio, la iniciativa del sujeto 
interesado, como condición necesaria para la válida incoación del procedimiento, 
salvo aquellos casos en que la administración esté facultada por ley para efectuar 
convocatorias públicas para estos efectos. Las diferencia entonces, entre la 
iniciación a petición del interesado e iniciación de oficio, viene a ser la causa que 
insta su iniciación, es decir, en el iniciado a instancia del interesado es la 
presentación de una solicitud de este, mientras que el iniciado de oficio tiene su 
origen ya sea en una decisión adoptada a título propio por el órgano competente, 
en la solicitud de otro órgano administrativo o en la denuncia6 del administrado. 
(García & Fernández, 2008). 
9 Etapa de desarrollo o de instrucción: 
La fase o etapa de desarrollo o instrucción del procedimiento administrativo 
comprende un conjunto de trámites dirigidos en todo caso a la determinación, 
                                                            
6 Para González Navarro (1997) la denuncia es “aquel acto por el que un particular o un funcionario público, 
espontáneamente o en cumplimiento de una obligación legal, pone en conocimiento del órgano 
administrativo competente, la existencia de un determinado hecho, sancionable o no, a fin de que se 
acuerde la iniciación de un determinado procedimiento”. 
conocimiento y su posterior comprobación de los datos necesarios para la 
resolución definitiva del procedimiento. (Navarro & Sendín, 2010, p. 318). 
La finalidad principal de la  tramitación de un procedimiento administrativo es que 
en un determinado momento el órgano competente tome una decisión definitiva 
acerca de los hechos planteados en el mismo. Toda la etapa de desarrollo o de 
instrucción tiene por ende, un carácter instrumental en cuanto no tiene otro sentido 
que el de aportar al procedimiento aquellos datos necesarios para instruir al 
órgano competente en la adopción de la decisión final o resolución, es por ello que 
también se le conoce como fase de instrucción (Navarro & Sendín, 2010, p.322). 
Durante esta etapa del procedimiento administrativo se pueden suscitar las 
siguientes actuaciones o tramites: 
a) La  aportación de datos, a través de los informes, los que  se definen como 
declaraciones de juicio emitidas por un órgano especializado en una determinada 
materia que tienen como finalidad aportar o facilitar al órgano que está conociendo 
el respectivo procedimiento administrativo, de elementos de juicio, útiles para 
fundamentar la resolución definitiva y garantizar que la misma sea correcta 
(Arríen, 2009, p. 48). 
Los informes pueden cumplir dos funciones distintas en el procedimiento 
administrativo, por un lado, actúan como una vía para la introducción de datos en 
el procedimiento, mientras que por otro lado pueden servir como un medio de 
comprobación de los datos obrantes en el expediente administrativo (Navarro & 
Sendín, 2010, p. 320). 
b) Las pruebas: se denomina prueba a la actividad de instrucción dirigida a 
comprobar la veracidad de los hechos controvertidos en el procedimiento 
administrativo, los cuales son los que van a servir de fundamento para el órgano 
de la administración que conoce el procedimiento para emitir la resolución 
definitiva.  
En el procedimiento administrativo no está en juego, simples intereses privados, 
sino más bien que por encima de estos va a estar siempre el interés público, por lo 
que rige, como expliqué en el apartado de los principios, el principio de oficialidad 
de la prueba, que establece que el órgano administrativo se encuentra en la 
obligación de desarrollar una actividad probatoria necesaria para el 
esclarecimiento de los hechos planteados en el procedimiento y así poder resolver 
en base a los mismos, aun y cuando esa actividad no haya sido impulsada por los 
interesados. Lo que no obsta, que estos últimos en virtud del principio de 
contradicción puedan proponer del mismo modo, la practica de cuantas pruebas 
estimen necesarias para resolver el procedimiento, siempre y cuando a juicio del 
órgano administrativo estas sean relevantes y pertinentes (Navarro y Sendín, 
2010, p. 323). 
c) La audiencia o vista del interesado: En este trámite los interesados pueden 
deducir sus alegaciones, las que deberán ser tenidas en cuenta por el órgano 
competente al momento de emitir la correspondiente resolución administrativa. En 
este punto García de Enterría & y Fernández (2008, p. 498) señalan el trámite de 
audiencia no se limita a garantizar la mera posibilidad de que los interesados 
puedan formular sus alegaciones, sino que va mas allá, en el sentido que pretende 
facilitar al interesado el conocimiento de la totalidad del expediente administrativo, 
lo que tiene como consecuencia, otorgar una defensa eficaz y completa de sus 
intereses, de conformidad a lo actuado en el procedimiento administrativo. 
d) La oposición: como adelantábamos al clasificar los procedimientos 
administrativos, la oposición es un trámite que tiene como finalidad primordial, 
permitir que terceros se puedan oponer a la emisión de un acto administrativo, 
cuando consideren que dicha emisión les puede agraviar en sus derechos o 
intereses, reconociendo y respetando, de esta manera, sus derechos o intereses. 
9 Terminación: 
El procedimiento administrativo suele terminar, de manera normal, por el acto del 
órgano administrativo que conoce el procedimiento, en el que se decide sobre los 
hechos planteados. Este acto administrativo de decisión, se denomina resolución 
administrativa, que constituye un pronunciamiento oficial de parte de la 
administración sobre cada uno de los puntos planteados en la solicitud inicial o en 
el acuerdo de oficio que dio inicio el procedimiento administrativo (Arríen, 2009, p. 
49). 
La resolución administrativa se denomina acto definitivo para diferenciarlo de los 
simples actos de trámites que tienen lugar en la fase de desarrollo o instrucción, 
mismos que constituyen antecedentes y presupuestos para la resolución. La 
misma lógicamente se puede producir de forma expresa, en un sentido 
estimatorio, en tanto que sea favorable a las pretensiones del administrado, o bien 
desestimatorio, o lo que es lo mismo, desfavorable al administrado, expuestas en 
la solicitud correspondiente (Arríen, 2009, p. 49). 
Para Navarro & Sendín, (2010, p. 330), es necesario aclarar, que el término 
resolución puede utilizarse en un doble sentido, ya que por tal se entiende, en su 
sentido más propio y estricto,  la que viene a resolver las cuestiones planteadas en 
ese procedimiento, sin embargo, en un sentido más amplio, puede usarse para 
designar al acto formal por el que se pone fin al procedimiento administrativo, 
comprendiendo no solo las resoluciones en sentido estricto, sino también las que 
no resuelven la problemática que se plantea en el procedimiento administrativo, 
por existir motivos que lo impidan, como la renuncia y el desistimiento7. 
El procedimiento administrativo también puede terminar por la inactividad del 
órgano competente, es decir que este no resuelva de forma expresa las 
pretensiones del interesado en el plazo establecido por el legislador, esto es lo 
                                                            
7 La renuncia y el desistimiento son dos formas distintas de terminación del procedimiento administrativo, 
que tienen puntos en común y a la vez unas marcadas diferencias; una y otra se asimilan en cuanto 
constituyen un apartamiento voluntario de la acción por parte del interesado, sin embargo se diferencian en 
que con el desistimiento el administrado deja de lado tan solo el concreto procedimiento en el que se esta 
ejercitando esa acción, reservándose, de este modo, el derecho a ejercitarla en otro procedimiento 
diferente con posterioridad, sin aun es posible; no obstante, con la renuncia no sucede lo mismo, ya que el 
administrado abandona el derecho mismo que sirve de base a la acción, haciendo de esta forma, imposible 
su ejercicio posterior. (Navarro & Sendín, 2010, p. 331). 
que se conoce en la doctrina como silencio administrativo, es decir el efecto que 
se produce en los casos en que la administración no resuelva en el plazo legal.  
El silencio administrativo puede ser positivo, existiendo de esta manera una 
aceptación de lo pedido a favor del interesado, originándose una especie de acto 
administrativo de carácter presunto; también puede ser en sentido negativo, que 
simplemente tendría como efecto como su nombre lo indica, entender que la 
solicitud fue negativa, permitiendo al interesado hacer uso de los recursos 
administrativos respectivos, agotando así la vía administrativa, para luego estar 
legitimado para acudir a la vía jurisdiccional correspondiente (Arríen, 2009, p. 51). 
 
6. Distinción entre procedimiento administrativo y procedimiento civil. 
Lo común al hablar de procedimiento administrativo y procedimiento civil es 
afirmar que existen analogías entre lo judicial y lo administrativo; así por ejemplo 
tenemos: a la acumulación de acciones en el derecho en materia judicial 
corresponde la acumulación de expedientes en lo administrativo; a las 
providencias, autos y sentencias judiciales, corresponden los proveídos, acuerdos 
y resoluciones administrativas; la intervención de las partes en lo judicial tiene su 
semejante en la audiencia del interesado y en el derecho de información en los 
expedientes administrativos. Todo estas analogías encuentran su explicación y 
razón de ser en el hecho de que el procedimiento como tal no ha sido objeto de 
una teoría general, a lo que cada disciplina ha reaccionado haciendo sus propios 
matices de acuerdo a sus finalidades, de tal circunstancia el Derecho 
administrativo no es la excepción, sin embargo hay quienes afirman que la ciencia 
procesal judicial, se ha adelantado a todas y “es la que nos ha proporcionado los 
instrumentos de su técnica, que permiten elaborar una teoría del procedimiento 
administrativo que sin ellos tal vez no hubiera nacido”. (López, 1977). 
El maestro Cairo López (1977), concluye:  
           El procedimiento surgió a influjos del procedimiento judicial, como un efecto de la 
tendencia del Estado de Derecho a asemejar la administración a la justicia. El 
procedimiento judicial ha sido una guía y fuente de inspiración para el nacimiento y 
desarrollo del procedimiento administrativo, fenómeno desde luego comprensible y 
explicable dada la antigüedad y alto rango del procedimiento judicial. Si bien entre 
ambas ciencias se dan tantos puntos de coincidencia y analogías la autonomía del 
procedimiento administrativo –al encontrar su justificación y razón de ser en si 
mismo- ofrece muy pocas dudas (p. 269). 
El maestro Escorcia (2002) al respecto tiene una particular posición, a saber:  
           El procedimiento administrativo no es de naturaleza jurisdiccional, 
fundamentalmente porque los actos que tiene por finalidad dictar, no están sujetos 
al régimen jurídico propio de los auténticos actos jurisdiccionales. Los actos 
resultantes de un procedimiento administrativo son simples actos administrativos, 
impugnables en sede administrativa y ello constituye también otra diferencia ya 
que es muy difícil considerar al órgano administrativo como juzgador imparcial por 
cuanto es parte interesada y se encuentra sujeto a órdenes e instrucciones.        
(p. 196).      
El procedimiento administrativo, en ocasiones, pretende recoger el modelo del 
procedimiento civil, empero, ello no funciona en tanto no es compatible, porque no 
obstante sus similitudes derivadas del tronco común del que nacen, manifestada a 
través de sus analogías, existen diferencias insalvables como consecuencia de las 
diversas a las que tienden uno y otro; pues según la teoría del proceso, “el 
procedimiento civil tiene como finalidad esencial la averiguación de la verdad y la 
satisfacción de las pretensiones ejercitadas por las partes mediante la decisión de 
una instancia neutral e independiente de ellas, el Juez o Tribunal”. Mientras que 
“el procedimiento administrativo, si bien constituye una garantía de los derechos 
de los administrados, no agota en ello su función, que es también y muy 
principalmente el de asegurar la pronta y eficaz satisfacción del interés general 
mediante la adopción de las medidas y decisiones necesarias por los órganos de 
la Administración, interpretes de ese interés y al propio tiempo, parte del 
procedimiento y arbitro del mismo”  (García, E. & Fernández, T. 2005, p. 453).  
El maestro Rizo Oyanguren (1992, p. 124), al hablar de la naturaleza jurídica del 
procedimiento administrativo, afirma que en la doctrina encontramos dos 
posiciones diferentes, una que considera que el procedimiento administrativo es 
una parte del proceso en general. Los que sostienen esta posición afirman que la 
finalidad de todo proceso es la actuación o aplicación de la norma general y 
abstracta a un caso concreto, una “individualización de la norma para reintegrar el 
derecho perturbado, ya sea para reconocer, declarar, modificar o negar derechos 
discutidos, además dicen que siendo la finalidad de todo proceso la aplicación 
concreta de la voluntad de la ley, no existe sino una distinción formal, a saber, 
primero que los órganos de instrucción y decisión varían (Tribunales judiciales o 
Autoridades administrativas) y segundo, que en el proceso judicial el órgano que 
resuelve no se halla afectado por la decisión misma, al contrario de lo que sucede 
en el procedimiento administrativo, es decir, que entre procedimiento 
administrativo y procedimiento judicial subsiste una única diferencia y esta es de 
tipo meramente formal, en cuanto a los órganos que lo tramitan y resuelven, así 
como en los propagación de los efectos del procedimiento a estos últimos.  
 
La otra posición es categórica al sostener  que el procedimiento administrativo es 
diferente del procedimiento judicial, manifestando que la circunstancia de que los 
funcionarios que desarrollan la actividad judicial sean distintos de los que 
desarrollan la actividad administrativa no es puramente formal, tal y como lo 
sostienen los doctrinarios que apoyan la primera posición, sino esencial y decisiva 
al distinguir a ambos procedimientos. Los que apoyan esta posición afirman que la 
actuación jurisdiccional obedece a principios radicalmente distintos, si no 
contrarios de la administrativa y resaltan dos cualidades o notas diferenciadoras: 
los jueces y tribunales son independientes frente a los demás órganos del Estado 
y sus resoluciones adquieren, en determinado momento, el carácter de 
“inmutables” por virtud de la institución de la cosa juzgada, ambas cosas no 
acontecen en la administración (Rizo Oyanguren,  1992 p.125). 
 
Ambas posiciones son aceptadas en uno y otro lado de la doctrina especializada 
en la materia, sin embargo, la posición o corriente mas generalmente aceptada es 
la que sostiene que el procedimiento administrativo es diferente del procedimiento 
judicial. Esto encuentra asidero y se justifica desde la idea que proceso o 
procedimiento son nociones engendradas por la Teoría General del Derecho, 
puesto que todo proceso tiende directa o indirectamente a la realización de aquel, 
es por ello que todos los órganos del Estado sea cual sea la función que realicen, 
se encuentran en la obligación, por imperativo del Estado de Derecho, a ajustar su 
actuación y conducta a normas preestablecidas por el legislador, sin embargo, tal 
circunstancia no significa que todos los procesos o procedimientos hayan de ser 
idénticos. (Rizo Oyanguren, 1992 p. 125). 
 
Gabino Fraga, citado por Rizo Oyanguren, (1992), asevera que: 
  
           Existe otra razón que se opone a la equiparación del procedimiento administrativo 
al judicial, y es la que se deriva de la naturaleza misma del acto administrativo y de 
la sentencia judicial, pues mientras que esta última supone la existencia previa de 
un conflicto de derechos, que es precisamente lo que va a resolver la sentencia,  y 
el que explica que las partes en el conflicto sean las que animen todo el 
procedimiento judicial, en la actuación administrativa, por el contrario, el conflicto 
de derecho no surge sino hasta que se dicta la resolución, o sea precisamente 
después de que se ha seguido todo el procedimiento administrativo. 
 
           Ahora bien, es natural que el procedimiento se vea influenciado por su objeto y que 
será más eficaz cuanto mejor sirva al propósito perseguido, de donde se 
desprende que si el objeto y los propósitos del procedimiento administrativo tienen 
que ser diferentes de los del procedimiento judicial, no es posible trasladar la 
aplicación de éste al dominio de la Administración. El mismo procedimiento judicial 
ha necesitado diversificarse para adaptarlo a las diversas exigencias de las 
relaciones jurídicas que pueden entrar en conflicto, y así, la vía ordinaria, la vía 
sumaria, la vía ejecutiva, el procedimiento mercantil, etc, son ejemplos elocuentes 
de que, aún en el dominio propio de la función jurisdiccional, no puede existir un 
procedimiento único. (p.p. 125, 126). 
Otra nota diferenciadora entre el procedimiento administrativo  y el judicial, es en 
lo atinente al principio de oficialidad, uno de los principios rectores del 
procedimiento administrativo, y a la carga de la prueba en ambos procedimientos. 
En el proceso civil el juez es, como regla, un simple espectador, una instancia 
neutral que aplica la ley a los hechos que se le presentan las partes litigantes; en 
el procedimiento administrativo, en cambio, el planteamiento es radicalmente 
distinto, dado que, cualesquiera que sean los intereses privados en presencia, la 
administración está obligada siempre a orientar su actividad para la pronta y eficaz 
satisfacción del interés general que todo procedimiento de esta clase pone en 
juego; es  entonces así que en el procedimiento administrativo rige con carácter 
general e imperativo, el principio de la oficialidad de la prueba, en virtud el cual el 
órgano administrativo se ve obligado a desarrollar, inclusive de oficio, sin 
necesidad de que medie petición de los interesados, todos los actos de instrucción 
o de trámite, incluyendo todas las actividades y diligencias probatorias, que a su 
juicio sean adecuadas para la determinación, conocimiento y comprobación de los 
datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución final. (García & 
Fernández, 2008, p. 492). 
Existe otro aspecto diferenciador entre ambos procedimientos, y es que el ámbito 
de la jurisdicción civil, se exige que las sentencias guarden la debida 
correspondencia con las pretensiones ejercitadas por las partes, prohibiendo, 
como consecuencia lógica, al juez o tribunal otorgar más de lo pedido, o cosa 
distinta de la efectivamente demandada en juicio, bajo apercibimiento de incurrir 
en un vicio susceptible de determinar la revocación del fallo mismo.  
El procedimiento administrativo se aparta marcadamente de este esquema, y esto 
es porque, como ya expliqué, su función no se agota en el aseguramiento de la 
legalidad, sino que va más allá, ya que tiende a garantizar los intereses públicos 
en juego, que por razones obvias no pueden ni deben quedar al arbitrio de los 
interesados ni subordinarse a la actividad que estos desarrollen (García & 
Fernández, 2008, p. 501).  
El procedimiento administrativo no tiene naturaleza jurisdiccional, por ello los 
objetivos y medios del proceso judicial son diferentes a los del procedimiento 
administrativo. El  procedimiento administrativo es y debe ser una herramienta que 
consagre el Estado de Derecho, sin estar sometido a los límites del rigorismo 
jurisdiccional (Dromi, 1997 p. 837). 
La Administración pública, al aplicar o instruir un procedimiento administrativo, no 
actúa jurisdiccionalmente, sino en ejercicio de la función administrativa. Se 
destaca el hecho de que en el procedimiento administrativo no hay cosa juzgada 
el estilo judicial, así también, el acto administrativo definitivo (Resolución 
administrativa) no es asimilable a una sentencia; en ningún caso la administración 
puede reunir las cualidades de juzgador imparcial e independiente, sino que al 
contrario, la autoridad administrativa se presenta siempre como parte interesada 
en las relaciones y situaciones jurídicas, objeto del procedimiento administrativo y 
en las cuales despliega su actividad (Dromi, 1997 p. 847).     
Alveño apunta que entre el procedimiento judicial y el procedimiento administrativo 
existen varias diferencias, a saber, en el procedimiento judicial se dirimen 
controversias surgidas entre personas jurídicas o individuales o personas jurídicas 
colectivas, en donde se dirimen la litis en planos de igualdad y el juzgador actúa 
con carácter imparcial. Al contrario, en el procedimiento administrativo se trata de 
una actividad unilateral de voluntad de la administración, como unilateral es el acto 
que se va a emitir, en donde no hay más que una actitud  coadyuvante del  
administrado interesado, pro nunca un participación directa en la declaración de 
voluntad.  
El planteamiento acerca de la distinción entre ambos procedimientos, sin perjuicio 
de otras consideraciones, es muy importante y decisivo, desde dos puntos de vista 
distintos pero indudablemente conexos. En primer lugar, porque al resaltar la 
común pertenencia de ambos procedimientos a una misma categoría general o 
concepto matriz, ha contribuido a realzar la función garantizadora que 
paralelamente a la que el procedimiento judicial desarrolla en su ámbito especifico, 
corresponde al procedimiento administrativo respecto a las relaciones jurídicas 
que surgen en el marco del derecho administrativo y por ende los derechos e 
intereses de los administrados que esas relaciones ponen en juego. En segundo 
lugar, relacionado íntimamente con lo anterior, es decisivo porque al señalar las 
corrientes que logran romper el monopolio judicial de lo procedimental, resaltando 
la inexistencia de interdependencia estructural e interna entre ambos 
procedimientos, se ha podido advertir los riesgos inherentes a los intentos de 
asimilación y a ultranza del procedimiento judicial, en este caso el civil, y el 
procedimiento administrativo, que impulsados, presuntamente por el legitimo afán 
de reforzar al máximo las garantías de los administrados, se ha tendido a 
“jurisdiccionalizar” en exceso el procedimiento administrativo, lo que está 
absolutamente en contra de las concretas necesidades a las que dicho 












CAPITULO II. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN NICARAGUA 
1. Regulación Jurídica del procedimiento administrativo en Nicaragua. 
El procedimiento en Nicaragua es una institución jurídica, que carece de una 
regulación jurídica especializada, es decir que no hay una legislación ordenada y 
especifica que regule temas básicos del procedimiento administrativo en general, 
aspectos de gran relevancia como su iniciación, definiendo quienes se consideran 
interesados en el procedimiento administrativo; su desarrollo, definiendo y 
estableciendo su forma de tramitación, las pruebas que son admisibles en el 
procedimiento, la manera de aportarlas al mismo, la duración de un periodo 
probatorio, las notificaciones, el valor jurídico de los informes de los órganos 
especializados de la misma administración, llegando de esta manera hasta regular 
su terminación, requisitos de la resolución administrativa, los elementos que la 
componen, etc. 
Empero, algo que merece más importancia, que los elementos a regular 
propuestos arriba, son los denominados principios generales del procedimiento 
administrativo, en tanto en cuanto son estos los que vienen a inspirar todo el 
andamiaje jurídico-administrativo sobre el que descansa la institución jurídica del 
procedimiento administrativo. Del establecimiento por ley de estos principios 
generales, es que desde mi punto de vista depende el éxito y la efectividad del 
procedimiento administrativo, para que inspirados en ellos, se alcance la finalidad 
del procedimiento administrativo, que es servir de corolario del principio de 
legalidad administrativa, y a su vez de garantía para los administrados, en tanto 
brinda seguridad jurídica de que la administración somete su actividad a un cauce 
legal y formal llamado procedimiento administrativo. 
Es por ello que el maestro Rizo Oyanguren, por el año de 1992, ya nos decía:  
          “En Nicaragua carecemos de una ley de Procedimiento administrativo. Creemos 
que es tiempo de dictar una ley de ese tipo en Nicaragua. Con la rápida 
multiplicación de las intervenciones estatales se viene acentuando la necesidad de 
un ordenamiento general que, sin excluir algunos procedimientos especiales, sirva 
también como legislación supletoria, en materia de personalidad, de notificaciones, 
forma de computar los términos legales, audiencia de las partes, medios de prueba 
y de impugnación, silencio administrativo, etc.” p. 131. 
El maestro Escorcia, (2002, p. 197), afirma que en Nicaragua, no se puede decir 
que contamos con un procedimiento administrativo serio, cierto y seguro ante los 
órganos de la administración pública, esto se refleja, en que en muchas 
ocasiones, el administrado no tiene la oportunidad de ser oído y producir pruebas 
antes de la resolución definitiva del procedimiento.  
Los actos administrativos que emite la administración pública, deben serlo, de 
conformidad a un procedimiento que haya sido preestablecido en una norma 
jurídica, las exigencias de un Estado social de Derecho en el que Nicaragua, 
implica y presupone la existencia de reglas acerca de la actuación administrativa, 
a través de los cuales se logren garantizar un buen y tranparente funcionamiento 
del poder público (Escorcia, 2002, p. 197). 
La Ley No. 290, Ley de Organización, competencias y procedimiento  del Poder 
Ejecutivo de la República de Nicaragua, se aprobó como un intento desde la 
Asamblea Nacional para regular, como su nombre lo indica, aspectos de 
organización, competencias y procedimientos del Poder ejecutivo, lo que ahora 
nos importa, es lo referente al procedimiento, entiéndase, el procedimiento 
administrativa, sin embargo, como bien sostiene el maestro Arríen (2009), esta ley 
no logra llenar las expectativas de ser una verdadera norma jurídica que regule el 
procedimiento administrativo en todo su amplia extensión, dado que no regula 
cada una de las etapas, incluyendo con esto cada uno de los actos de trámite, 
que, al menos desde un punto de vista general,  son los que integran el 
procedimiento administrativo, a esto se le habría que agregar, que es una norma 
jurídica que carece de una regulación jurídica acerca del principal producto de la 
administración pública, como lo es el acto administrativo, en tanto este ultimo 
constituye  la materialización de la voluntad de la administración. 
En definitiva, la ley No. 290, se limitó a regular, y regular no de una manera 
completa, sino mas bien restringida, el denominado desde la doctrina, como el 
procedimiento administrativo de revisión, el que entraña la utilización de parte de 
los administrados, de los recursos administrativos, estableciendo en sus artículos 
39 al 46, los recursos de revisión y el de apelación. Otro aspecto que considero 
que hace más difícil aun que esta ley No. 290, logre regular el procedimiento 
administrativo en toda su extensión, es que el ámbito de aplicación, como su 
nombre lo indica, se limita al Poder Ejecutivo, que como sabemos no es sinónimo 
de Administración Pública8, sino que este último es un concepto mucho mas 
amplio, que deja por mucho al de Poder Ejecutivo. 
Es precisamente la Ley No. 290 una de las pioneras en incluir, por decirlo de esta 
forma, el fenómeno de la subsidiariedad o supletoriedad (artículo 46 ley 290) de 
normas de procedimiento civil, cuando existan vacíos jurídicos, lo que  a mi juicio 
es una salida cómoda y no viable del legislador nicaragüense, teniendo en cuenta 
que la regulación que hace esta ley acerca del procedimiento administrativo, es 
una regulación precaria, en tanto que, como ya dije, se limita a regular de manera 
parcial el procedimiento administrativo de revisión, por lo que cada vez se vuelve 
más frecuente y constante el uso de normas del  código del procedimiento civil de 
la república de Nicaragua,  en la aplicación o más bien, en la tramitación del 
procedimiento administrativo.  
Es por ello que los maestros Navarro y Sendín (2010, p. 300), sostienen que cada 
vez se hace más necesaria, debido al constante incremento de las tareas 
administrativas, una norma general que colme o llene los innumerables vacíos que 
contienen en materia de procedimiento administrativo, las leyes reguladoras de los 
procedimientos administrativos específicos, ya que en Nicaragua existe una 
dispersión en la regulación del mismo.   
                                                            
8  Artículo 2, num. 2. Ley No. 350, Ley de regulación de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
Administración Pública: Es la que ejerce el Estado por medio de los órganos de la administración del Poder 
Ejecutivo, de acuerdo con sus propias normativas; la Administración de las Regiones Autónomas de la Costa 
Atlántica y de las municipalidades; las instituciones gubernamentales autónomas o descentralizadas y las 
desconcentradas; las instituciones de creación constitucional y, en general, todas aquéllas que de acuerdo 
con sus normas reguladoras realizaren actividades regidas por el ordenamiento jurídico administrativo y la 
doctrina jurídica y, en todo caso, cuando ejercieren potestades administrativas. También incluye la actividad 
de los poderes legislativo, judicial y electoral en cuanto realizaren funciones administrativas en materia de 
personal, contratación administrativa y gestión patrimonial. 
En Nicaragua, el procedimiento administrativo, tiene una regulación muy dispersa, 
por lo que cada una de las normas jurídico- administrativas, en dependencia del 
acto administrativo correspondiente, va regulando de manera particular su propio 
procedimiento administrativo. Sin embargo, según el maestro Arríen (2009), esto 
no significa que la dispersión regulatoria del procedimiento administrativo sea 
mala, y que la existencia de una norma que regule de manera general el 
procedimiento administrativo, sea la solución de todos los problemas que surgen 
durante la tramitación del mismo, pero sí considera urgente y necesaria una 
regulación general en la que se incluyan aspectos fundamentales como los que he 
venido señalando, tanto respecto al procedimiento administrativo, como en lo que 
respecta al acto administrativo. 
Como ya decía antes, el procedimiento administrativo en cuanto una institución 
jurídica del Derecho administrativo, en nuestro país tiene una regulación dispersa 
en todo el ordenamiento jurídico- administrativo. Empero, no solo hay acerca del 
procedimiento administrativo una regulación dispersa, no uniforme que nos 
dificulta su estudio, sino que en esos cuerpos normativos que tratan de regularlo, 
existen muchos vacíos que son totalmente notorios al momento de su tramitación, 
es por ello que el legislador, inclusive la misma administración ha redactado una 
especie de fórmula mágica, para llenar todos esos vacíos que se vienen dejando y 
acarreando por la falta una regulación general y uniforme, y es que basta con  
pasar vista a las principales normas jurídicas administrativas, con especial 
atención a lo atinente al procedimiento administrativo, para encontrarnos con la 
siguiente redacción: En lo no previsto, se estará a lo dispuesto en el código de 
procedimiento civil de la república de Nicaragua. 
Como muestra de la dispersión, pero más aún, muestra de que en las  
regulaciones del procedimiento administrativo es muy común que se nos remita a 
las normas del procedimiento civil, se destacan: 
9 Decreto No. 079-2006, “Reglamento a la Ley No. 601, Ley de promoción de 
la competencia9. 
Este Reglamento establece en su artículo 42.- Normas Aplicables.  
 
         “La presente sección regula el procedimiento administrativo establecido en la Ley. 
En lo no previsto por la Ley ni en este Reglamento, se aplicarán supletoriamente el 
Código de Procedimiento Civil, la Ley de lo Contencioso Administrativo, los 
principios generales del derecho, así como los principios procesales y 
administrativos contenidos en la legislación vigente”.  
 
 
Nótese que en esta disposición contenida en el reglamento de la ley de promoción 
de la competencia, pone en las normas supletorias aplicables, en primer lugar al 
Código de procedimiento civil, y de último a los principios procesales y 
administrativos. 
9 Decreto No. 19-96, Reglamento de la ley general de telecomunicaciones y 
servicios postales10. 
Este reglamento también nos remite al código de procedimiento civil, en lo atinente 
a los medios de impugnación ante la cancelación de títulos habilitantes, ya sea 
concesión, licencia o permiso. De esta forma el artículo 71, párrafo tercero 
establece:  
           “En cualquier caso, el recurrente personalmente o por medio de apoderado se 
presentará por escrito en papel común, expresando las razones de hecho, y de 
derecho que fundamentan su recurso. En lo no previsto en este Artículo se 
aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil Vigente”. 
 
Lo anterior deja abierta la posibilidad de acudir frecuentemente a las disposiciones 
del código del procedimiento civil vigente, teniendo en cuenta que este reglamento 
no desarrolla completamente el modo de tramitar el procedimiento de impugnación 
                                                            
9 Aprobado el 21 de diciembre del 2006, publicado en la Gaceta No. 10 del 15 de enero del 2007. 
10 Aprobado el 12 de septiembre de 1996, publicado en la Gaceta No. 177 del 19 de septiembre de 1996. 
del acuerdo administrativo que cancele en su caso, la concesión, la licencia o el 
permiso. 
 
9 Decreto No. 52-97, Reglamento a la ley de municipios11. 
 
Este reglamento, no regula el modo, contenido ni forma de las notificaciones, a lo 
que como una respuesta cómoda, nos remite a lo establecido en el código de 
procedimiento civil, así su artículo Artículo 119 establece que: “las notificaciones 
se practicarán con arreglo a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil”.  
 
Lo anterior planteado, es un fiel reflejo de que en Nicaragua existe un 
estancamiento en el desarrollo de nuestro Derecho administrativo, 
específicamente, en lo que ahora nos ocupa, que es acerca del procedimiento 
administrativo.  
9 Ley No. 68112, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema de control de la Administración Pública y Fiscalización de los 
Bienes y Recursos del Estado. 
En su artículo 55, acerca de las formalidades que deben contener las 
notificaciones, expresa que: “Todas las notificaciones se harán de forma personal 
ajustándose a los procedimientos y requisitos que establece el Código de 
Procedimiento Civil”. 
9 Ley No. 56213, Código Tributario de la República de Nicaragua. 
En el Código Tributario también se establece supletoriedad del Código de 
Procedimiento Civil, en aspectos como la recusación de los funcionarios de la 
Administración Tributaria, establece en su artículo 80 Conflicto de intereses:  
                                                            
11 Aprobado el 5 de septiembre de 1997, publicado en la Gaceta No. 171 del 8 de septiembre de 1997. 
12 Publicada en la Gaceta No. 113, del 18 de junio del año dos mil nueve. 
13 Publicada en la Gaceta No. 227, del 23 de Noviembre del dos mil cinco. 
          “El contribuyente o responsable, podrá recusar al funcionario de la Administración 
Tributaria siempre y cuando pruebe fehacientemente alguna de las causales 
establecidas en el artículo 341 del Código de Procedimiento Civil de la República 
de Nicaragua”. 
Con respecto a la prueba, en su artículo 90 Medios de Prueba, establece los 
medios de prueba que podrán ser invocados en un procedimiento 
administrativo ante la Administración Tributaria, sin embargo en el mismo 
artículo, en su último párrafo, nos remite a las disposiciones del Código de 
Procedimiento Civil, a saber:  
           “Toda prueba deber ser recabada, obtenida y presentada en estricto apego y 
observancia de las disposiciones legales contenidas en la Constitución Política, el 
presente Código Tributario, el Código de Procedimiento Civil y demás 
disposiciones concernientes”. 
Cabe mencionar, que en lo atinente  a las pruebas, en los procedimientos 
administrativos tributarios, a parte de los medios de prueba que serán admitidas, 
establece solamente que habrá un período probatorio de diez días hábiles, el cual 
será prorrogable por igual término cuando así lo solicitaren los interesados. 
Dejando de este modo, que todo lo demás acerca de la prueba, se regule a través 
del Código de Procedimiento Civil. 
9 Acuerdo Administrativo 002-200514, Reglamento de Reclamos de Usuarios 
y Operadores, ante el Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y 
Correos, TELCOR.  
Este acuerdo administrativo es el que TELCOR,  en uso de las facultades que le 
otorga el decreto-ley 1053, Ley orgánica de TELCOR, Decreto No. 128-2004, 
Reglamento de la Ley orgánica, Ley No. 200, Ley general de telecomunicaciones y 
servicios postales y su reglamento, emitió para cumplir con una de sus finalidades, 
como lo es, la de resolver las quejas y reclamos que presenten los usuarios de los 
servicios de telecomunicaciones o servicios postales, en contra de los operadores 
                                                            
14 Publicado en la Gaceta No. 9, del 13 de enero del año dos mil cinco. 
de los mismos, o bien aquellos reclamos que presenten los operadores contra 
otros operadores cuando entre ellos se suscitare un problema de índole 
regulatorio o de competencia, creando para tal efecto dos procedimientos 
administrativos distintos para uno y otro caso. 
En él, se trata de regular los aspectos principales del procedimiento administrativo, 
establece en su artículo 2,  los principios que regirán el procedimiento, a saber, 
igualdad, gratuidad, oficialidad, celeridad e impugnación. Sin embargo, sigue la 
línea de remitirnos al Código de Procedimiento Civil, estableciendo en su artículo 
48: “En lo no previsto en el presente Reglamento, regirá lo establecido en el 
Código de Procedimiento Civil vigente, en lo que no contradiga los principios 
fijados por este Reglamento”.    
9 Ley No. 75815, Ley General de Correos y Servicios Postales de Nicaragua. 
Esta Ley es de reciente aprobación por la Asamblea Nacional de Nicaragua, y es 
que a pesar de esto, vemos que es una práctica del legislador, insistir en la 
supletoriedad del Código de Procedimiento Civil, principalmente, que es lo que 
ahora nos atañe, así vemos que en su artículo 124, expresa: “En lo no previsto por 
la presente Ley, se aplicará de forma supletoria lo dispuesto en el Código Civil, 
Código de Procedimiento Civil…”. 
Como podemos observar, casi todas las disposiciones citadas, que nos remiten a 
normas del código de procedimiento civil, están contenidas en reglamentos, en 
este sentido es importante destacar, que las leyes, en virtud de las cuales, se 
crearon estos reglamentos, no contienen tales disposiciones. Es decir que en la 
mayoría de los casos, es el propio poder ejecutivo, como el encargado de 
reglamentar las leyes, cuando así lo considere el poder legislativo, quien hace uso 
frecuentemente de la supletoriedad del procedimiento civil. 
 
                                                            
15 Publicada en la Gaceta No. 96 del 26 de mayo del año dos mil once, y en la Gaceta No. 97 del 27 de mayo 
del año dos mil once.  
2. Ley No. 691, Ley de Simplificación de Trámites y Servicios en la 
Administración Pública. 
Sin embargo, todas las disposiciones anteriormente citadas, parecen encontrar 
una gran contradicción con una ley relativamente reciente, esta ley, es la No. 
69116, Ley de simplificación de trámites y servicios en la administración pública , 
ya que esta ley, tal y como su nombre nos indica, su espíritu es precisamente, 
agilizar, dinamizar y modernizar los procedimientos administrativos que se llevan, 
como lo es lógico, ante la administración pública, más no así, hacerlos más 
tediosos, tardados, lleno de solemnidades, que es lo que sucede cuando 
aplicamos disposiciones propias del procedimiento civil, las que por ser 
incompatibles con los principios del procedimiento administrativo, desnaturalizan la 
esencia del mismo, y por ende, afectan y entorpecen la actividad administrativa. 
Tal espíritu, esta ley nos lo deja, a mi parecer, muy claro desde sus 
considerandos, que no son más que los motivos de hechos y de derecho que 
motivan la aprobación de una ley, entre ellos se destacan los siguientes: 
Considerando I, “que existen políticas internas de simplificación de trámites en 
diferentes instancias de la Administración pública, con resultados satisfactorios en 
sus actuaciones y experiencias válidas para ser ampliada a otros niveles”. 
Considerando II, “Que la simplificación y desregulación administrativa busca 
reducir, agilizar y dar transparencia a los trámites y servicios que se llevan a cabo 
ante los distintos órganos de la Administración pública”. 
Considerando III, “Que es oportuno avanzar en la modernización y rediseño de los 
procesos, mediante los cuales se desenvuelve la acción del Estado para potenciar 
la gestión administrativa”. 
Considerando VI, “Que es importante elevar la política de Estado a ley, los 
esfuerzos y experiencias de simplificación, que garanticen su aplicación en todos 
los ámbitos de la Administración pública”. 
                                                            
16 Aprobada el 30 de julio del 2009, publicada en la Gaceta No. 144 del 3 de agosto del 2009. 
Ahora bien, esta ley No. 691, plantea como su objeto el siguiente: 
Artículo 1 Objeto de la ley.  
           “El objeto de la presente ley es establecer las bases y principios para simplificar y 
racionalizar los trámites y servicios a fin de garantizar que las instituciones del 
Estado actúen con apego a las normas de economía, transparencia, celeridad, 
eficacia y espíritu de servicio, logrando la pronta y efectiva solución a los 
problemas planteados por los usuarios”. 
Su ámbito de aplicación, establecido en su artículo 2, se extiende a toda la 
administración pública, exceptuando su aplicación a los trámites y servicios en 
materia de defensa del Estado y seguridad nacional.  
La misma ley nos define que se debe entender por usuario, y por administración 
pública, en su artículo 3, nos define al usuario: “Es el administrado, entendiéndose 
como tal, toda persona natural o jurídica que en el ejercicio de sus derechos o 
cumplimiento de obligaciones realiza gestiones ante la Administración pública.  
Administración pública la define, según el mismo artículo 3, así: “Es la que ejerce 
el Estado por medio de los órganos de la administración del Poder ejecutivo y los 
entes autónomos de acuerdo con sus propias normativas; las sociedades mixtas; 
la administración de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica y de las 
municipalidades; las instituciones de creación constitucional y en general, todas 
aquellas que de acuerdo con sus normas reguladoras realizan actividades regidas 
por el ordenamiento jurídico administrativo y la doctrina jurídica y en todo caso, 
cuando ejercieran potestades administrativas. También incluye los trámites y 
servicios administrativos prestados por los Poderes Legislativo, Judicial y 
Electoral. 
También nos define a los trámites administrativos, en su artículo 3, parte in fine, 
como el conjunto de actividades, diligencias, actuaciones o gestiones que realizan 
los usuarios ante la Administración Pública para obtener una respuesta a las 
solicitudes de un asunto determinado. Este concepto de trámite administrativo, se 
encuentra íntimamente relacionado al de procedimiento administrativo, en el 
sentido que en ambos se trata de actuaciones, peticiones o solicitudes que 
realizan los administrados ante la administración pública, es por ello que sostengo 
que esta ley tiene una aplicación directa en la tramitación de los distintos 
procedimientos administrativos que se realizan en toda la Administración Pública, 
en todo su amplia definición. 
La Ley No. 691, en su artículo 4 plantea unos cinco (5) principios básicos, de 
obligatorio cumplimiento para toda la Administración Pública, que son: a) 
Coordinación interinstitucional permanente, b) Simplificación, transparencia y 
calidad en los trámites y servicios administrativos, c) Desarrollo institucional 
progresivo, d) Veracidad de la información y e) Igualdad. Sin embargo todos estos 
están encaminados hacia la simplificación de los trámites o procedimientos que se 
realicen ante la Administración Pública, por ello explicaré según la misma ley, solo 
el principio de simplificación, transparencia y calidad en los trámites y servicios 
administrativos.  
Este principio lo desarrolla en su artículo 6, en este sentido establece que la 
simplificación administrativa tendrá como objetivo general la racionalización de 
trámites y servicios para el ejercicio de actividades por los usuarios ante la 
Administración Pública.  
Del mismo modo, plantea que la simplificación administrativa tendrá unos objetivos 
específicos, a saber: 
1. Diseñar trámites y servicios administrativos, ágiles, pertinentes, sencillos y de fácil 
comprensión para los usuarios, que permitan un servicio más eficiente en cada 
uno de los órganos de la Administración Pública. En el caso de las personas con 
capacidades diferentes se les deberá garantizar el adecuado servicio según el 
caso. 
2. Eliminar trámites y  disposiciones innecesarios que obstaculicen los procesos 
administrativos, que incrementen el costo operacional e impidan la prestación de 
servicios públicos de forma eficiente y propicien conductas ilegales por parte de los 
servicios públicos o usuarios. 
3. La delegación de toma de decisiones y firma de documentos por parte de los 
órganos de dirección en correspondencia con las normas técnicas y de control 
interno sobre Organización Administrativa. 
4. Difundir amplia y oportunamente los trámites administrativos, con la finalidad de 
evitar la exigencia de requisitos indebidos, alteración de trámites o el 
establecimiento de plazos no contemplados en la ley o en la normativa interna.  
Otro aspecto que he considerado importante, a efectos precisamente de 
desarrollar mi tesis, es que la Ley No. 691, en su artículo 17, establece a los 
órganos de la Administración Pública, el que se deberá elaborar, principalmente, 
de conformidad a los principios establecidos en la misma Ley además de los 
siguientes lineamientos mínimos: 
a) Eliminar los procedimientos, trámites o requisitos, que no estén establecidos en el 
ordenamiento jurídico nacional. 
b) Evitar las instancias en las cuales el juicio subjetivo del funcionario le permita 
actuar de manera arbitraria y/o discrecional o interferir en el proceso. 
c) Llevar los trámites a la forma más sencilla posible, reduciendo al mínimo los 
requisitos y exigencias a los usuarios, dejando única y exclusivamente los pasos y  
plazos que sean verdaderamente indispensables para cumplir el propósito de los 
mismos o para ejercer el control y regulación de manera adecuada. 
d) Utilizar al máximo los elementos tecnológicos de los que se dispongan 
actualmente, habilitando sistemas de transmisión y almacenamiento electrónico de 
datos para el envío, recepción, y archivo de información. 
e) Incorporar controles automatizados que minimicen la necesidad de estructuras de 
supervisión y controles adicionales que funcionen como bases de datos que 
coadyuven a la presentación única de documentos y al auxilio interinstitucional. 
f) Concentrar trámites, evitando la repetición de un mismo o diverso órgano. A tal fin, 
se hace necesario reducir el auxilio interinstitucional. 
g) Aquellos órganos que a la fecha de publicación de esta Ley presten trámites cuyo 
fin es común, complementario o idéntico, deberán establecer un trámite único y 
compartido. 
h) Eliminar las autorizaciones innecesarias y las solicitudes excesivas de información 
a detalle, exceptuando los casos expresamente establecidos por Ley. 
i) Aceptar la presentación de fotocopia de documentos, siempre y cuando se 
presente el documento original para su cotejo por el servidor público, salvo los 
casos expresamente establecidos por Ley. El servidor público a cargo de recibir 
los documentos sellará y firmará los documentos fotocopiados, constando su 
debida revisión y cotejo con el original; esto no será necesario cuando se 
presenten fotocopias con la fe pública de un Notario que realizó el debido cotejo. 
j) Aquellos órganos que a la entrada en vigencia de la presente Ley, brinden trámites 
diferenciados, los que implican dar respuesta en menor tiempo por un costo 
adicional, procurarán en el menor tiempo posible eliminarlos gradualmente.  
Por último, pero no por eso menos importante, la Ley No. 691, en su artículo 28, 
establece entre líneas, que la misma es de orden público, lo que significa, que 
prevalecerá sobre cualquier otra disposición que se le oponga o contradiga. 
En este sentido, considero que en virtud de la anterior disposición, podemos 
inferir, que todas aquellas disposiciones, en las que se establece que en lo no 
previsto por la misma, se deberá proceder de conformidad  a las disposiciones del 
código de procedimiento civil de la república de Nicaragua, no tendrían ningún 
valor jurídico, en tanto que, al aplicar normas o disposiciones del procedimiento 
civil, estaríamos yendo en contra de esa simplificación, celeridad, dinamismo e 
informalidad que pregona la Ley No. 691, ya que como bien sabemos, el 
procedimiento civil, por tener una finalidad privada, que satisface intereses 
particulares y no generales, se configura como un procedimiento rogado, 
formalista, con plazos en su mayoría extensos y en el que al tratarse de la tutela 
jurídica efectiva de los intereses de los particulares, el juez es un simple 
espectador de la contienda suscitada entre las partes, recayendo de este modo, la 
carga del proceso sobre las partes. 
Eso sería desde un primer punto de vista, sin embargo, es necesario echar de ver 
que la Ley No. 691, establece solamente, por decirlo de una manera, las 
directrices, reglas y principios, sobre las cuales se deberá erigir las bases de la 
regulación jurídica del procedimiento administrativo en Nicaragua, empero, con 
esto no logra llenar todo el cúmulo de vacíos jurídicos que existen en nuestro 
ordenamiento jurídico, en lo que respecta a la regulación jurídica del 
procedimiento administrativo. 
Es por ello que pese a como acabo de decir, establece las directrices, reglas y  
principios de cómo se deberá regular el procedimiento administrativo, lo que desde 
mi punto de vista, es un gran primer esfuerzo, en la búsqueda de la simplificación, 
celeridad, dinamismo y antiformalismo en el procedimiento administrativo en 
Nicaragua, no alcanza a llenar los vacíos jurídicos, por los cuales, repetida y 
constantemente se acude al código de procedimiento civil de la republica de 
Nicaragua, lo que desnaturaliza, retarda y hasta entorpece la finalidad del 
procedimiento administrativo en Nicaragua. 
A todo lo antes planteado, acerca de la Ley No. 691, considero agregarle como un 
dato importante, que la misma en su artículo 29 expresa: “La presente Ley deberá 
ser reglamentada por el Presidente de la República, de conformidad con el artículo 
150, numeral 10 de la Constitución Política de la República de Nicaragua”. Sin que 
hasta la fecha el ejecutivo haya emitido el reglamento de la Ley No. 691, por lo 
que según nuestra misma Constitución Política, por haber trascurrido el plazo para 
establecido para reglamentarla,  (sesenta días), ahora es la Asamblea Nacional, 
quien deberá proceder a suplir la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo, así 
está establecido en su artículo 141, párrafo 9no:  
            “Los leyes serán reglamentadas cuando ellas expresamente así lo determinen. La 
Junta Directiva de la Asamblea Nacional encomendará la reglamentación de las 
Leyes a la comisión respectiva para su aprobación por el plenario, cuando el 
Presidente de la República no lo hiciere en el plazo establecido. 
 
3. Proyecto de Ley, “Ley de Régimen de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común”. (Ver anexo No. 1). 
Actualmente, en la Comisión de Justicia y Asuntos Jurídicos de la Asamblea 
Nacional de Nicaragua, se está dictaminando un proyecto de Ley denominado 
LEY DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN, (en adelante, lo denominaremos 
“el Proyecto”).  Y siendo que como su título lo indica, “Procedimiento 
administrativo común”, viene a regular desde un criterio de unidad y uniformidad 
las normas de procedimiento administrativo en su texto, el cual precisa, ser 
aplicable a toda la administración pública de Nicaragua.  
En su exposición de motivos, plantea que fundamentalmente, es una norma que 
busca la eficacia y la eficiencia administrativa. La necesaria presencia del Estado 
en todas las esferas de la vida social, exige un procedimiento rápido, ágil y 
flexible, que permite dar satisfacción a las necesidades públicas, sin olvidar las 
garantías debidas a los ciudadanos.  
Pese a que la denominación de este proyecto de Ley, destaca como elemento 
esencial el procedimiento administrativo, también comprende, la regulación de 
muchas otras instituciones administrativas, con el afán de ofrecer a funcionarios y 
ciudadanos un texto legal de la máxima operatividad y del contenido más amplio 
posible. 
Este proyecto de Ley, está estructurado en cinco títulos, el primero regula unas 
disposiciones generales, el segundo, el procedimiento administrativo, el tercero, el 
procedimiento sancionador, el cuarto, la responsabilidad de la Administración 
pública y un quinto título, que establece las disposiciones finales. Sin embargo, a 
efectos de desarrollar la presente tesis, solo abordaremos el primer capitulo, de 
disposiciones generales, el segundo, que regula las fases del procedimiento 
administrativo y el quinto, acerca de las disposiciones, las que merecen también 
una especial atención. 
En el Título primero, el Proyecto de Ley destaca, su objeto, ámbito de aplicación, 
definiciones y conceptos básicos pero principales del Derecho Administrativo, así 
como el sometimiento a unos principios generales, que regirán toda la actividad 
administrativa.  
En su artículo 1, el proyecto de ley, establece:  
          “La presente ley tiene por objeto establecer las normas y regular el procedimiento 
administrativo de los actos de la administración pública; el régimen de los órganos 
administrativos y la impugnación de actuaciones administrativas que afectan 
derechos subjetivos o intereses legítimos de los ciudadanos. Establece, asimismo, 
el procedimiento sancionador y el de responsabilidad de las Administraciones 
públicas. 
En vista de que este proyecto de Ley, se propone, establecer una regulación 
uniforme y común, su ámbito de aplicación se extiende a toda las Administración 
pública, así se establece en su artículo 2. Ámbito de aplicación:  
           “Las disposiciones de la presente ley serán de obligatorio cumplimiento dentro de  
los órganos de la Administración Pública, definidas en el inciso 3 del arto. 4 de 
esta ley, así como las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica 
propia dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas, cuando 
ejerzan potestades administrativas”. 
Administración pública, según el proyecto de ley, en su artículo 4, inciso c), es: 
1. La organizada en el seno del Poder Ejecutivo, sus entes desconcentrados, 
descentralizados, entes autónomos, de acuerdo a lo establecido en la Ley de 
Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo; 
2. La actividad de los poderes Legislativo, Judicial y Electoral, que, aunque no estén 
integrados en la Administración Pública realizaren funciones materiales 
administrativas; 
3. La Administración Pública de los Municipios; 
4. La Administración Pública de las Regiones Autónomas del Atlántico Norte y Sur; 
5. Instituciones de creación constitucional. 
6. Los concesionarios de servicios públicos cuando ejerzan potestades 
administrativas; 
7. En general todos aquellos órganos que de acuerdo con sus normas creadoras y 
reguladoras sujeten sus actividades y funciones al Derecho Administrativo y en 
todo caso, cuando ejerzan funciones materiales administrativas. 
Como ya adelantaba anteriormente, este proyecto de Ley incorpora como un 
elemento totalmente novedoso e importante, como lo es el sometimiento de la 
actividad de la Administración Pública, a unos principios generales de obligatorio 
cumplimiento, establecidos en su artículo 5, entre estos tenemos: transparencia, 
participación, servicio con objetividad de los intereses generales, sometimiento 
pleno al Derecho y a la Ley, auto tutela, verdad material, buena fe, justicia e 
imparcialidad, legalidad y presunción de legitimidad, jerarquía normativa, control 
judicial, eficacia, economía, simplicidad y celeridad, informalismo, publicidad, 
impulso de oficio, gratuidad, proporcionalidad, consecución del interés público y 
protección de los derechos e intereses de los ciudadanos, igualdad, colaboración 
de la Administración  Pública con los ciudadanos, participación y resolución. 
Entre estos principios, los más importantes, en el sentido de que sirven como 
elementos diferenciadores entre el procedimiento civil y el procedimiento 
administrativo, y que además demuestran la incompatibilidad que existe entre 
estos, que a su vez nos demuestran lo incorrecto de aplicar normas del Código de 
Procedimiento Civil al procedimiento administrativo, tenemos al principio de verdad 
material, principio de economía, simplicidad y celeridad, principio de informalismo 
y el principio de impulso de oficio, mismos que ahora paso de definir, de 
conformidad al artículo 5 del proyecto de Ley: 
          d) Principio de verdad material: La Administración Pública investigará la verdad 
materia en oposición a la verdad formal que rige el procedimiento civil; 
           k) Principio de economía, simplicidad y celeridad: Los procedimientos 
administrativos se desarrollarán con economía, simplicidad y celeridad, evitando la 
realización de trámites, formalismos o diligencias innecesarias; 
           l) Principio de informalismo: La inobservancia de exigencias formales no esenciales 
por parte del administrado, que puedan ser cumplidas posteriormente, podrán ser 
excusadas y ello no interrumpirá el procedimiento administrativo; 
           n) Principio de impulso de oficio: La Administración Pública está obligada a 
impulsar el procedimiento en todos los trámites en los que medie el interés público; 
Haber incorporado al proyecto una serie de principios generales, bajo los que 
estará sometida la actividad administrativa, me parece un enorme avance en el 
esfuerzo por desarrollar el Derecho administrativo en Nicaragua, con especial 
énfasis en el procedimiento administrativo, ya que, en la actualidad, estos 
principios se encuentran obviados en las normas jurídicas, que regulan, o más 
bien tratan de regular el procedimiento administrativo en Nicaragua.   
El proyecto de Ley, que ahora nos ocupa, contiene otros varios elementos 
novedosos, que de aprobarse por la Asamblea Nacional, vendrían a ir de manera 
progresiva prescindiendo de la remisión normativa constante a las normas del 
Código de Procedimiento Civil.  
Así, el proyecto establece el régimen de recusación y abstención de los servidores 
públicos de los distintos órganos administrativos, dedicándole en el Título primero 
el Capítulo IV, que comprende los artículos 16 y 17; en este Capítulo IV se 
enumeran en su artículo 16 las causales comunes para la abstención y la 
recusación. En el artículo 17 se establece el procedimiento de recusación, el cual 
básicamente consiste en que la recusación podrá promoverse por los interesados 
en cualquier parte del procedimiento administrativo, la cual deberá ser planteada 
por escrito expresando la o las causas que la motivan. La recusación será resuelta 
por el superior jerárquico del recusado, en un plazo no mayor de 3 días. Siendo 
que el proyecto no precisa si estos 3 días son o no hábiles, asumo que son 
hábiles, según el artículo 30 del mismo proyecto, a saber:… “En los términos o 
plazos que vengan establecidos por días, se computarán exclusivamente los días 
hábiles salvo disposición en contrario”.  
De este modo, ya no sería necesario acudir al Código de Procedimiento Civil, al 
plantearse ante la Administración Pública, un caso de abstención o recusación, 
que es lo que con mayor frecuencia ocurre. Un ejemplo concreto sería, que la 
disposición del artículo 80 Conflicto de intereses, de la Ley 562, Código Tributario 
de la República de Nicaragua:   
          “El contribuyente o responsable, podrá recusar al funcionario de la Administración 
Tributaria siempre y cuando pruebe fehacientemente alguna de las causales 
establecidas en el artículo 341 del Código de Procedimiento Civil de la República 
de Nicaragua”. 
También el proyecto en su Título primero, Capítulo V denominado De los 
interesados, específicamente en los artículos del 18 al 23, contiene las normas 
relativas a los interesados, recogiendo las reglas sobre capacidad de obrar, en 
especial los supuestos en que el Derecho Administrativo se aparte del Derecho 
Civil, cuando regula la capacidad de obrar de las personas que se relacionan con 
la Administración pública; reconociendo la legitimación para intervenir en un 
procedimiento administrativo, no sólo a los que ostentan derechos que resultaran 
directamente afectados por la decisión que se emitiere en el mismo, sino también 
a los titulares de intereses legítimos, personales y directos. Además, incluye entre 
estos, a los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus 
derechos e intereses, sin la asistencia de la persona que ostente su patria 
potestad. 
El reconocimiento de la legitimidad de los menores de edad para intervenir en un 
procedimiento administrativo, en las normas jurídicas que lo regulan, no se 
encuentra incluida. Esto solo lo ha hecho la Ley No. 35017, Ley de regulación de la 
                                                            
17 Aprobada el 18 de Mayo del año 2000, Publicada en La Gaceta No. 140 y 141 del 25 y 26 de Julio del año 
2000. 
 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, en su artículo 26 Capacidad 
Procesal en lo Contencioso-Administrativo, inc. 2): 
           Tienen capacidad procesal para demandar por la vía de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo: 
            2) Los menores de edad que hubieren cumplido 15 años, cuando ostentaren 
derechos o intereses propios, incluso cuando se tratare de gestiones en favor de 
los derechos de terceros vinculados con dichos menores dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afinidad. En estos casos, podrán deducir sus 
pretensiones sin necesidad de contar con la representación de quien ejerza la 
patria potestad o de cualquier otro representante designado judicialmente o de 
apoderado especialmente facultado. 
Sin embargo, a mi criterio, esta disposición no es directamente aplicable al ámbito 
de la regulación del procedimiento administrativo, puesto que el artículo aludido, 
es eminentemente aplicable al proceso contencioso-administrativo, el cual, como 
todos sabemos, es una jurisdicción especializada, o sea, un control judicial a los 
actos de la Administración pública, en toda la extensión que su definición implica. 
La notificación,  en el proyecto de ley, según se indica en su exposición de 
motivos, “viene a regularse huyendo de formalismos e incorporando las nuevas 
prácticas electrónicas”. Por ello, la regula en sus artículos 43, 44, 45 y 46, en los 
que se incluye el régimen de la notificación personal, la notificación a pluralidad de 
interesados, régimen de la publicación de los actos administrativos y el plazo y 
contenido para efectuar la notificación. Estas disposiciones acerca de la 
notificación evitarían realizar la misma con arreglo a las disposiciones del Código 
de Procedimiento Civil, a como se ha dejado establecido en la Ley No. 681, Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de control de la 
Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado, en su 
artículo 55, acerca de las formalidades que deben contener las notificaciones, 
expresa que: “Todas las notificaciones se harán de forma personal ajustándose a 
los procedimientos y requisitos que establece el Código de Procedimiento Civil”.  
También el Decreto 52-97, Reglamento de la Ley de Municipios, establece que las 
notificaciones se harán de conformidad al Código de Procedimiento Civil, así se 
lee en su artículo 119: “las notificaciones se practicarán con arreglo a lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Civil”. 
Como parte medular del Proyecto, su Título segundo lo dedica a regular 
ampliamente al Procedimiento administrativo, del artículo 51 al artículo 91. En ese 
sentido en su exposición de motivos se plantea textualmente: “El proyecto de Ley 
regula la iniciación, instrucción y terminación  como fases del procedimiento, 
dotándole de la agilidad y eficacia que demanda la Administración moderna”. 
Como bien señala en su exposición de motivos, este proyecto regula todas la 
fases del procedimiento administrativo, en este sentido establece que el 
procedimiento podrá incoarse de  oficio, ya sea por propia iniciativa del órgano 
administrativo, por petición razonada de otros órganos administrativos o mediando 
denuncia de terceros (artos. 51 y 52 del proyecto); también podrá iniciarse a 
instancia de los interesados, en este caso, cuando el escrito de solicitud de 
iniciación del procedimiento, no reuniera los requisitos exigidos, el órgano ante 
quien se ha planteado la solicitud, tiene la obligación de requerir al solicitante, a fin 
de que subsane los defectos o errores en el plazo de cinco (5) días, en directa 
aplicación a los principios de economía, simplicidad y celeridad, y al principio de 
informalismo. (Artículo 55 del proyecto). 
Sin embargo, este proyecto incorpora otros varios aspectos innovadores, entre 
estos tenemos, la acumulación, contenida en el artículo 57, referida a la 
acumulación de procedimientos que tengan idéntico interés y objeto, con lo se 
prescindiría de la remisión a las normas del Código de Procedimiento Civil, en 
cuanto a la acumulación de autos. 
La prueba, es un acto de instrucción que reviste una gran importancia y 
protagonismo en cualquier tipo de procedimiento, no siendo la excepción en el 
procedimiento administrativo. Sin embargo, las normas que actualmente regulan el 
procedimiento administrativo en Nicaragua, no se ocupan en su articulado de 
regular ampliamente la prueba, más bien, en muchos de los casos nos remiten al 
Código de Procedimiento Civil a efectos de suplir esa falta de regulación. 
Es por ello que el proyecto regula la prueba con gran amplitud y a fin de garantizar 
debidamente los derechos de los interesados, se impone un período probatorio, 
cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos aducidos por estos o lo 
exija la naturaleza del procedimiento. El período de pruebas será según el artículo 
64 del proyecto de quince (15) días, prorrogables por una sola  vez, por un plazo 
de diez (10) días. 
También, dentro de la prueba, en su artículo 66, el proyecto permite la solicitud de 
informes a una dependencia del mismo órgano que está tramitando el 
procedimiento y otro órgano administrativo distinto a este. Los informes, salvo 
disposición legal en contrario, serán facultativos y no obligarán a la autoridad 
administrativa a resolver conforme a ellos. 
Se deja establecido en el proyecto, la posibilidad de que los interesados deduzcan 
alegaciones en cualquier momento del procedimiento. Como muestra de ello, 
regula específicamente el trámite de audiencia y vista del expediente a los 
interesados, a fin de que estos aleguen lo que tuvieren a bien, acerca de las 
pruebas producidas, una vez clausurado el período probatorio. Estos dos actos de 
instrucción se encuentran contenidos  en los artículos 67 y 69 de proyecto.  
Como formas de terminación del procedimiento administrativo, el proyecto admite 
la terminación normal, cuando el órgano competente emitiere en tiempo de forma 
expresa y oficial la resolución final y definitiva del procedimiento, en donde se 
decidan todas las pretensiones que hayan sido planteadas por los interesados, 
(artos. 72 y 73 del proyecto). En los casos en que no hubiere resolución expresa, 
el proyecto da lugar al silencio administrativo, el que según el mismo proyecto, 
será entendido en forma negativa para el interesado.  
Del mismo modo, admite como formas de terminación anormales o especiales, el 
desistimiento, la renuncia del derecho, en el artículo 74, siendo el elemento 
diferenciador entre estos, que el desistimiento no implica la renuncia el derecho de 
iniciar un nuevo procedimiento administrativo en el futuro, sin embargo si se 
renuncia el derecho en que se había fundado la solicitud de iniciación del 
procedimiento administrativo,  no se podrá intentar de  nuevo la iniciación de otro 
procedimiento administrativo, basado en el derecho renunciado.  
Como podemos ver, el Proyecto de Ley de Régimen de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo Común, incorpora muchos tantos 
elementos novedosos, en cuanto que establece disposiciones que en el actual y 
vigente ordenamiento jurídico administrativo nicaragüense, no se encuentran 
incluidos, más bien deja que esos aspectos de la regulación del procedimiento 
administrativo, se regulen con normas que rigen en el procedimiento civil, 
remitiéndonos al Código de Procedimiento Civil vigente, como sucede en el caso 
de las notificaciones, causales y procedimiento de abstención y recusación, 
medios de pruebas y la forma de practicar la misma, acumulación de 
procedimientos, etc.  
Es por ello que podemos afirmar que el espíritu de este Proyecto de Ley, es 
prescindir de la remisión a otras disciplinas jurídicas distintas del Derecho 
administrativo, especialmente a normas de Procedimiento Civil, a través de la 
inclusión de normas jurídicas que tienen por finalidad regular en toda su extensión, 
el procedimiento administrativo, sin embargo el proyecto regula otros aspectos del 
Derecho administrativo, que no son parte del presente trabajo monográfico. En 
este sentido cito textualmente el Artículo 9 del Proyecto, Deficiencia de fuentes, 
párrafo primero: 
           “Las autoridades administrativas no podrán dejar de resolver las cuestiones que se 
les propongan, por deficiencia de sus fuentes; en tales casos, acudirán a los 
principios del procedimiento administrativo previstos en esta Ley; en su defecto, a 
otras fuentes supletorias del derecho administrativo, y sólo subsidiariamente a 
éstas, a las normas de otros ordenamientos que sean compatibles con su 
naturaleza y finalidad”. 
Es claro entonces, de conformidad al artículo anterior, que cuando existe algún 
vacío jurídico,  se deberá acudir en primer lugar a los principios del procedimiento 
administrativo, previstos en lo que hace presumir que esto es sólo para los vacíos 
en el procedimiento, es decir, de forma y no de fondo; en este sentido aclaro que 
el Proyecto de Ley, en su artículo 5 establece los Principios Generales de la 
Actuación, no especificando los principios del procedimiento administrativo, 
dejando al respecto el proyecto, una imprecisión acerca de  los principios a los que 
la Autoridad administrativa deberá acudir en caso de vacíos.  
Otra crítica que considero necesaria hacer, es que a mi juicio la parte final del 
primer párrafo del artículo 9 del proyecto, que reza: ...”y sólo subsidiariamente a 
éstas, a las normas de otros procedimientos que sean compatibles con su 
naturaleza y finalidad.”; deja una válvula de escape, en tanto que deja la 
posibilidad de acudir a otras disciplinas jurídicas, y suponiendo como en el párrafo 
anterior, se trata de llenar vacíos en el procedimiento administrativo, la única 
disciplina  jurídica a la que podríamos acudir es al ámbito del procedimiento civil, 
sin embargo, impone la condición que sean compatible con la naturaleza y 
finalidad del procedimiento administrativo, por lo que yo propondría quitar esas 
dos últimas líneas del primer párrafo del artículo 9 del Proyecto puesto que 
pudiese generar confusión.  
El segundo párrafo del mismo artículo 9, establece como una forma de eliminar los 
vacíos que se susciten en la tramitación de los procedimientos administrativos lo 
siguiente:  
           “Cuando la deficiencia de la normativa lo haga aconsejable, complementariamente 
a la resolución del caso, la autoridad elaborará y propondrá a quien competa, la 
emisión de la norma que supere con carácter general esta situación, en el mismo 
sentido de la resolución dada al asunto sometido a su conocimiento.” 
Esa disposición del Proyecto de Ley, considero que sería ineficaz, en tanto que 
establece que cuando surja una deficiencia normativa, la autoridad administrativa 
que estuviera conociendo del procedimiento administrativo, en la resolución 
administrativa del mismo, propondrá a quien competa la emisión de la norma que 
lo supere de forma general, siendo entonces en este caso, la Asamblea Nacional 
el Órgano competente para emitir normas jurídicas de carácter general, es decir 
con efectos erga omnes, que eliminen las deficiencias normativas; como todos 
sabemos la aprobación o reforma de una Ley ante la Asamblea Nacional es un 
procedimiento que lleva mucho tiempo, algunas veces varios años, por lo que tal 
disposición no tendría eficacia jurídica por estar en dependencia al retardado 
procedimiento de emisión de leyes en la Asamblea Nacional. 
Como última cuestión a analizar del Proyecto, tenemos el Título quinto, que 
contiene las disposiciones finales, específicamente los artículos 110 y 111. 
El artículo 110 establece: 
          “Incorporación a los procedimientos administrativos. Las disposiciones de la 
presente ley general se tendrán por incorporados a todos los procedimientos 
administrativos especiales existentes, al entrar en vigencia la presente ley. Su 
observancia será de obligatorio cumplimiento.” 
Este artículo 110 del proyecto al establecer que sus disposiciones  se tendrán por 
incorporados a todos los procedimientos administrativos especiales existentes, no 
precisa qué se deberá entender por procedimientos administrativos especiales, 
pero más impreciso aún, parece dejar vigentes todos los procedimientos 
administrativos hasta ahora existentes en nuestro ordenamiento jurídico 
administrativo, que al estar dispersa su regulación existen tantos procedimientos 
como actos administrativos que emite la Administración Pública. Y siendo que este 
proyecto de ley, tiene como finalidad crear un procedimiento administrativo común, 
como su nombre lo indica, al simplemente incorporar sus disposiciones a los 
procedimientos ya existentes, como dije antes, los estaría dejando vigentes, 
subsistiendo así la dispersión normativa que actualmente predomina en el 
ordenamiento jurídico vigente, no cumpliendo así con su cometido, que es unificar 
las disposiciones de los procedimientos administrativos. 
Empero, en el siguiente artículo, el 111, establece que se derogan todas las 
disposiciones de los procedimientos administrativos especiales que se le opongan, 
dejando de esta forma una contradicción normativa, puesto que primero establece 
que sus disposiciones quedan incorporadas a los procedimientos administrativos 
especiales vigentes, para luego derogar las disposiciones de los procedimientos 
administrativos que se le opongan, lo que implicaría que de aprobarse el proyecto 
de ley, los artículos 110 y 111 crearían una importante confusión respecto de la 
vigencia de todos los procedimientos administrativos existentes. 
La realidad jurídica nicaragüense, nos indica que la regulación jurídica del 
procedimiento administrativo es escasa, incompleta e ineficaz en cuanto a que no 
hace posible la realización de su finalidad.  
Predomina entonces, la remisión a normas del Código de Procedimiento Civil en 
su aplicación, teniendo por tanto una incidencia importante en el procedimiento 
administrativo. Esto, a mi juicio  desnaturaliza y entorpece el desarrollo de este 
último, sin embargo a falta de una regulación que con carácter general y no 
particular como hasta ahora se ha venido haciendo, desde cierto punto de vista es 
válida esa remisión, ya que actualmente es el único cuerpo normativo al cual 
podemos acudir para parchar los vacíos que se han venido dejando en la 
regulación del procedimiento administrativo en Nicaragua, además, las 
disposiciones que establecen la supletoriedad de las normas del Código de 
Procedimiento Civil, gozan de legalidad y vigencia en tanto que fueron emitidos 
por el órgano facultado constitucionalmente, para el caso de las leyes, el Poder 
Legislativo y para el caso de los Reglamentos, el Poder Ejecutivo.  
Sin embargo, lo ideal es que se emita una Ley que regule ampliamente el 
procedimiento administrativo, pasando por su fase de iniciación hasta su 
terminación, inclusive los medios de impugnación. Considero que el Proyecto de 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo común, de ser aprobado por la Asamblea Nacional, implicaría un 
enorme avance en la regulación jurídica del procedimiento administrativo en 
Nicaragua, ya que en se generalidad contiene los elementos principales del 
procedimiento.  
Este proyecto debe ser consultado con las máximas autoridades de los órganos 
administrativos de la administración pública nicaragüense, que tramiten como 
parte de sus competencias, procedimientos administrativos, a fin de que se logre 
determinar si existen aspectos que aún no incluye el proyecto, para que de esta 
forma se prevean todos las eventualidades posibles al momento de su tramitación 



















CAPITULO III.- RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS, EN LAS QUE SE HACEN USO 
DE NORMAS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, PARA RESOLVER LOS 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
 
En el desarrollo de éste capítulo, pretendo demostrar como incide en el 
Procedimiento administrativo nicaragüense, las normas del Código de 
Procedimiento Civil vigente 
En este sentido, haré referencias a Resoluciones Administrativas que en sus 
consideraciones, se fundamentan en artículos específicos del Código de 
Procedimiento Civil.  
1. Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR18, Ente 
Regulador, Resolución Administrativa No. 110-2005, (Ver anexo No. 2) 
emitida el día dieciséis de febrero del dos mil cinco,  a las ocho y quince 
minutos de la mañana, por su Director General, Joel Gutiérrez González, en 
la que resuelve un Recurso de Apelación, en un Procedimiento 
administrativo de Reclamos de los Servicios de Telecomunicaciones, 
regulado en el Acuerdo Administrativo No. 002-2005, Reglamento de 
Reclamos de Usuarios y Operadores. 
 
En esta Resolución  administrativa, en su considerando III, inicia citando el 
Artículo 25, que establece: “El operador o concesionario está obligado a 
producir las pruebas de descargue en contra de las afirmaciones del 
usuario. Las pruebas deben ser pertinentes, ciñéndose al asunto que se 
                                                            
18 TELCOR, según su Ley Orgánica, Decreto Ley, No. 1053, Publicado en La Gaceta No. 137 de 12 de junio de 
1982, en su Art. 1 establece: Artículo 1.- Se crea el Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, 
llamado en adelante TELCOR, como un entidad descentralizada, con personalidad jurídica, duración 
indefinida, patrimonio propio y plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Con la ley 
No. 612 ley de reforma y adición a la Ley No. 290, Ley de organización, competencia  y procedimientos del 
Poder Ejecutivo, en el reformado artículo 14, inc. f) establece: “Los entes descentralizados que a 
continuación se enumeran estarán bajo la Rectoría Sectorial de la Presidencia de la República:…f. Instituto 
Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos.” 
 
 
trata. Sin embargo, en la parte final del mismo considerando III, rechaza 
unas pruebas documentales aportadas por el Operador, invocando el 
Artículo 1082 del Código de Procedimiento Civil: “Las pruebas deben ser 
pertinentes, ciñéndose al asunto de que se trata, ya en lo principal, ya en 
los incidentes, ya en las circunstancias importantes”.  
Como podemos ver, el Código de Procedimiento Civil, en este caso tiene 
una doble incidencia, la primera es que el artículo 25 del Acuerdo 
administrativo 002-2005, tiene una redacción casi idéntica a la del artículo 
1082 del Código de Procedimiento Civil. Por otro lado, pese a ya estar 
establecida la circunstancia de que las pruebas deben ser pertinentes y 
ceñirse al asunto que se trate, en el Acuerdo Administrativo 002-2005,  el 
Director General de TELCOR, considero necesario y contundente 
fundamentar su decisión en el artículo 1082 del Código de Procedimiento 
Civil. Lo que a mi juicio no es para nada necesario, bastando resolver en 
este caso en concreto con la norma jurídico administrativa, Acuerdo No. 
002-2005. 
2. Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente 
Regulador, Resolución Administrativa No. 115-2005, (Ver anexo No. 3) 
emitida el día dieciséis de febrero del dos mil cinco, a las nueve de la 
mañana, por el Director General, Joel Gutiérrez González, en la que 
resuelve un recurso de apelación, en el procedimiento administrativo de 
reclamos de usuarios y operadores.  
 
En este resolución, en su considerando III, se lee textualmente: …esta 
Autoridad, se allana a lo expuesto en el considerando III de la Resolución 
Apelada, en el sentido que el Arto. 1079 del Código de Procedimiento Civil 
de la República de Nicaragua, revierte la carga de la prueba al demandado, 
cuando éste afirmare alguna cosa y desde el momento en que Enitel, afirma 
que la señora Allison Delgado, hizo las llamadas, se encuentra en la 
obligación de probarlo. Así también el Arto. 1080 Pr. dice: “El que niega no 
tiene obligación de probar, a no ser que la negativa contenga afirmación.” 
En este caso, al igual que el anterior, considero que citar estas 
disposiciones del Código de Procedimiento Civil, está demás, ya que en el 
Reglamento de reclamos de usuarios y operadores, Acuerdo Administrativo 
002-2205, en su artículo 25, deja claramente establecido la reversión de la 
carga probatoria, al Operador, para todos los casos sin excepción. 
3. Dirección de Titulación  y Atención a Operadores y Usuarios, Instituto 
Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente 
Regulador. Resolución Administrativa 001-2009, (Ver anexo No. 4). Emitida 
a las once y cuatro minutos de la mañana del día seis de enero del año dos 
mil nueve. 
 
En esta Resolución se manda a corregir un error, en la parte resolutiva de 
la Resolución administrativa No. 643-2007, al ordenar al Operador ENITEL, 
la aplicación de un monto incorrecto. 
Esta corrección se hace de conformidad al Código de Procedimiento Civil. 
Así se denota de la lectura del considerando II: Que el arto. 48 del Acuerdo 
Administrativo No. 002-2005, “Reglamento de Reclamos de Usuarios y 
Operadores”, establece: “En lo no previsto en el presente Reglamento, 
regirá lo establecido en el Código de Procedimiento Civil vigente en lo que 
no contradiga los principios fijados por este reglamento”. Que en el párrafo 
segundo del arto. 449 Pr., establece: “También los jueces y tribunales, 
pueden dentro del término indicado, de oficio hacer la reposición o 
reforma”.- 
4. Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios, Instituto 
nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente Regulador. 
Resolución administrativa No. 040-2009, (Ver anexo No. 5), emitida a las 
once y veintiocho minutos de la mañana del día veintitrés de enero del dos 
mil nueve.  
 
En esta Resolución administrativa, expresa en su considerando IV: Que de 
conformidad con el arto. 48 del Acuerdo Administrativo No. 002-2005 
“Reglamento de Reclamos de Usuarios y Operadores”, que establece: “En 
lo no previsto en el presente Reglamento, regirá lo establecido en el Código 
de Procedimiento Civil vigente en lo que no contradiga los principios fijados 
por este reglamento”, agrega el arto. 1078 Pr: “La prueba es plena cuando 
el Juez queda bien instruido para dar sentencia”.- La Licenciada Montiel 
Guerrero, en su escrito de contestación de reclamo, dejo bien establecido 
que:”…para verificación de su parte, ésta Autoridad Reguladora programe 
inspección ocular asociada de peritos en las cintas magnéticas ubicadas en 
ENITEL Villa Fontana, con el objeto de comprobar las llamadas objeto de 
reclamo y su resultado se tuviera como prueba a favor de mi 
representada…”; no obstante a esto, esta Autoridad Reguladora, considera 
que dichas pruebas no fueron plenas pues las mismas no demostraron los 
hechos invocados por la parte demandada.- 
 
En este considerando IV, vemos de nuevo como resuelven en base a 
artículos del Código de Procedimiento Civil, sin embargo, peor que eso es 
el hecho de que el artículo 1078 Pr no tiene incumbencia en sede 
administrativa, el virtud del principio de verdad material, que precisamente, 
no está incluido en el Acuerdo Administrativo No. 002-2005, pero ya el 
Proyecto de Ley de Régimen de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común, incluye y lo define así: “La 
Administración Pública investigará la verdad material en oposición a la 
verdad formal que rige el procedimiento civil”. Es decir, que la Autoridad 
Administrativa no puede resolver, sin antes buscar por sus medios la 
verdad de los hechos, aún y cuando los interesados no hayan aportado los 
medios de pruebas correspondientes. Otra cosa, es que en el contenido de 
ese considerando IV, vemos como a los interesados, se les denomina, 
demandante y demandado, como si tal estuviésemos en sede jurisdiccional. 
 
5. Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios. Instituto 
Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente 
Regulador. Resolución Administrativa No. 060-2009, (Ver anexo No. 6) 
emitida a las doce y dos minutos de la tarde del día veintinueve de enero 
del año dos mil nueve. 
Esta Resolución administrativa, reforma a la resolución administrativa No. 
602-2008, pero esta vez, es a instancia del interesado, por ello, en virtud 
del artículo 48 del Acuerdo Administrativo 002-2005, ya citado, invocan para 
fundamentar la corrección,  el párrafo segundo del arto. 451 Pr: “Autorizada 
una sentencia definitiva,  no podrá el Juez o Tribunal que la dictó alterarla o 
modificarla en manera alguna. Podrá sin embargo, a solicitud de parte, 
presentada dentro de veinticuatro horas de notificada la sentencia, aclarar 
los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones y rectificar los errores, 
de copia, de sentencia, hacer las condenaciones o reformas convenientes, 
en cuanto a daños y perjuicios, costas, intereses y frutos”.- 
 
Aplicar este artículo del Código de Procedimiento Civil, tiene como efecto 
equiparar a la Resolución Administrativa a una sentencia judicial, además la 
disposición citada tiene elementos que no son de incumbencia de la 
actividad administrativa, además no deja claro en qué sentido es aplicable 
tal disposición al fin de la Resolución Administrativa. Esto es a causa de 
que el Acuerdo Administrativo 002-2005, no regula nada acerca de 
correcciones a las resoluciones administrativas. 
 
6. Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios, Instituto 
Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente 
Regulador. Resolución Administrativa No. 112-2009, (Ver anexo No. 7) 
emitida el veinticinco de febrero del año dos mil nueve, a las once y 
veinticuatro minutos de la mañana. 
 
En este caso, la Autoridad Reguladora TELCOR, da un tratamiento a la 
prueba directamente con disposiciones del Código de Procedimiento Civil, 
inclusive cita a un doctrinario de Derecho Procesal Civil, esto demuestra 
una vez más la fuerte incidencia de esta disciplina jurídica en el 
procedimiento administrativo en Nicaragua. 
 
En este sentido, en el considerando III expresa: “Que la Empresa 
prestadora de servicio, presentó como medio de prueba documental copia 
de boleta número 50009, donde diagnostican que el teléfono no fue 
reparado y que perdió la garantía porque estaba húmeda la tarjeta 
electrónica.- Esta prueba no es un reporte técnico suficiente que demuestre 
que el taller haya realizado todas las pruebas pertinentes para determinar el 
origen de las fallas y las causas del daño.- Expresa Chiovenda que “probar 
significa convencer al Juez de la existencia o no existencia de hechos de 
importancia en el proceso”.- Así mismo dice el axioma jurídico: Hechos 
afirmados deben ser probados, principio que es acogido por el artículo 1079 
Pr y que reafirma la Suprema Corte expresando que no pueden ser objeto 
de prueba hechos que no se tuvo el cuidado de alegar oportunamente.- (BL 
165-178 Considerando VI de 1976). 
 
Todos los elementos plasmados en ese considerando, son totalmente 
válidos en el Derecho común, no así en el Derecho administrativo, 
específicamente en  el procedimiento administrativo.  
 
Así lo afirman los destacados juristas en Derecho Administrativo, García de 
Enterría, E. y Fernández, T. Al expresar:  
           “En el proceso civil el juez es, como regla, un simple espectador, una instancia 
neutral que aplica la ley a los hechos que se le presentan las partes litigantes; en 
el procedimiento administrativo, en cambio, el planteamiento es radicalmente 
diverso, supuesto que, cualesquiera que sean los intereses privados en presencia, 
la administración está obligada siempre a orientar su actividad para la pronta y 
eficaz satisfacción del interés general que todo procedimiento de esta clase pone 
en juego; Rige, pues, con carácter general en el procedimiento administrativo rige 
con carácter general, el principio de la oficialidad de la prueba, según el cual el 
órgano administrativo está específicamente obligado a desarrollar, incluso de 
oficio, es decir, sin necesidad de que medie petición al respecto de los 
interesados, todos los actos de instrucción, (y por consiguiente todas las 
actividades probatorias) que se consideren adecuadas para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba 
pronunciarse la resolución. (García & Fernández, 2008, p. 492). 
7. Dirección de Titulación y Atención a Operadores y Usuarios, Instituto 
Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, TELCOR, Ente 
Regulador. Resolución Administrativa No. 190-2009, (Ver anexo No. 8) 
emitida el catorce de abril del año dos mil nueve, las once y dos minutos de 
la mañana.  
En esta Resolución Administrativa, la Autoridad Reguladora, TELCOR, 
resuelve Ha lugar al usuario, ya que el Operador reclamado, no contestó el 
reclamo en el plazo correspondiente. Sin embargo utiliza principalmente 
como fundamento jurídico el artículo 1041 del Código de Procedimiento 
Civil. Así se lee en su considerando III: “Que el artículo 1041 del Código de 
Procedimiento Civil, establece que la contestación de la demanda es la 
respuesta que da el demandado a la acción del actor, confesando o 
contradiciendo esta y sus fundamentos, adempero, la Empresa 
Nicaragüense de Telecomunicaciones, no contestó el reclamo presentado 
por el usuario.- Por otra parte, el artículo 22 del acuerdo administrativo 002-
2005 “Reglamento de Reclamos de Usuarios y Operadores”, establece que 
si el operador no contesta la queja o reclamo en el plazo de diez días 
hábiles, se presumirá que acepta los hechos expuestos y la Dirección de 
Titulación y Atención a Operadores y Usuarios resolverá a favor del 
usuario.- 
 Se denota, en la redacción del considerando III, que como principal 
argumento jurídico para resolver, invoca el artículo 1041, dejando en 
segundo plano el artículo 22 del Acuerdo Administrativo 002-2005. Sin 
embargo, el artículo 1041 Pr no tiene cabida en este procedimiento 
administrativo, ya que solo define lo que es contestación de la demanda, 
eminentemente diseñado para regir en la jurisdicción civil, siendo el artículo 
22 del Acuerdo Administrativo 002-2005, el que reviste mayor importancia, 
en tanto que es este el que establece el plazo de contestación del reclamo 
y la presunción de que si no lo hiciere, se resolverá a favor del usuario. 
 
8. Tribunal Tributario Administrativo19, Resolución No. 3-2011,  (Ver anexo No. 
9) emitida el día treinta y uno de Enero del año dos mil once, a las nueve de 
la mañana. 
En sus partes conducentes, considerando V, expresa el Honorable Tribunal 
Administrativo: “Donde el funcionario no puede suplir los hechos, debiendo 
de tener presente el Principio Dispositivo y el de Aportación de Parte, donde 
el Juez no puede actuar a la voluntad de la ley, sino en la medida que la 
parte lo pretenda, ni puede suplir la carga de aportación de hechos, de 
acuerdo a lo establecido en el Arto. 1027 Pr.” 
De lo anterior se colige, que los Honorables miembros del Tribunal 
Tributario Administrativo, equiparan su función  a la de un Juez, del Poder 
Judicial, al atenerse al Principio Dispositivo y Aportación de Parte, que rige 
en el procedimiento civil. Siendo su función, meramente administrativa, por 
                                                            
19 El Código Tributario de la República de Nicaragua, Ley 562, en su artículo 203, crea a este Tribunal; 
artículo 203: “Créase el Tribunal Tributario Administrativo como un organismo altamente especializado e 
independiente de la Administración Tributaria. Tendrá su sede en Managua, Capital de la República y 
jurisdicción en todo el territorio nacional.”.  En este artículo no define expresamente su naturaleza 
administrativa, sin embargo la podemos deducir del artículo 206, Ultima Instancia Administrativa, 
establece: “Las resoluciones del Tribunal Tributario Administrativo agotan la vía administrativa y serán 
recurribles ante la instancia correspondiente del Poder Judicial”.  
 
lo que le son aplicables solamente los principios del Derecho 
Administrativo, específicamente los del Procedimiento Administrativo.  
En este caso, por ende, el Tribunal Tributario Administrativo, como parte de 
la Administración Pública, facultado para conocer y resolver los Recursos 
de Apelación, de las Actuaciones de la Dirección General de Ingresos, 
agotando de esta manera la vía administrativa, debió haber tenido en 
cuenta, en total contraposición al Principio dispositivo, el Principio de 
oficialidad, específicamente, la oficialidad en la carga de la prueba, según el 
cual el órgano administrativo está obligado a desarrollar, incluso de oficio, 
es decir, sin necesidad de que medie petición al respecto de los 
interesados, todos los actos de instrucción, con especial énfasis las 
actividades probatorias, que se consideren adecuadas para la 
determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los 














• El procedimiento administrativo es el cauce formal, que debe seguir todo 
órgano de la Administración Pública, para la emisión de sus actos 
administrativos.  
• El procedimiento administrativo, es una institución jurídica que reviste 
mucha importancia en un Estado de Derecho, ya que obliga tanto a los 
órganos de la Administración como a los administrados interesados, a 
apegarnos a normas preestablecidas o previstas por el ordenamiento 
jurídico vigente. 
• Si bien, algunos autores sostienen que el procedimiento administrativo y el 
procedimiento civil, nacen de un tronco común, lo cual es comprensible 
dada la antigüedad y alto rango del procedimiento civil, lo que tiene como 
consecuencia que entre ambos procedimientos existan varias analogías; el 
procedimiento administrativo posee autonomía per se, esto se puede 
comprobar que tiene su propia finalidad, naturaleza jurídica y lo más 
importante, sus propios principios generales. 
• En Nicaragua no contamos con una regulación del procedimiento 
administrativo, seria, completa, especializada, en la que se normen al 
menos sus fases, es decir, su iniciación, su tramitación y su terminación y 
se llenen los muchos vacíos que hasta ahora existen.  
• Nicaragua es un país con una marcad tradición civilista, quizá porque es el 
más antiguo, el más conocido, el más inteligible o el más estudiado en las 
Universidades, lo que impide que en nuestro país, se arraigue al menos en 
la Administración Pública, una concepción administrativista, basados en la 
práctica de sus peculiares principios.  
• La poca regulación jurídica del procedimiento administrativo en Nicaragua, 
se encuentra bajo un fenómeno de dispersión normativa, es decir, que 
existen tantos procedimientos como actos administrativos, cada uno con 
sus particularidades, lo que impide un pleno desarrollo de tal institución 
jurídica. 
• Mientras no se apruebe una ley que de carácter general, supere los vacíos 
jurídicos que existen acerca del procedimiento administrativo, se seguirá 
acudiendo al Código de Procedimiento Civil vigente, por ser esta la única 
norma de nuestra legislación que contiene aspectos generales de 
procedimiento. Sin embargo esto, desnaturaliza y entorpece el 
procedimiento administrativo, por ser el procedimiento civil, totalmente 
incompatible, en su naturaleza, finalidad y principios rectores. 
• Las normas del Código de Procedimiento Civil de la República de 
Nicaragua, tienen una incidencia directa en todas las fases del 
Procedimiento Administrativo, como consecuencia de los mismos vacíos 
que existen en la regulación de este, así como las permisiones que 
contienen  las normas jurídicas que han venido tratando de regular el 
procedimiento administrativo, en tanto en su mayoría expresamente dejan 
establecido que en lo no previsto por estas, se deberá atender a lo 
establecido en el Código de Procedimiento Civil vigente, como una salida 
cómoda, a sabiendas de que hay demasiados aspectos esenciales  no 
previstos en tales normas.  
• El Proyecto de Ley de Régimen de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común, representa una oportunidad para 
impulsar el desarrollo del procedimiento administrativo en Nicaragua. En 
este Proyecto se incluyen aspectos que en el actual ordenamiento jurídico 
administrativo no se encuentran contemplados. Su espíritu es precisamente 
como su nombre lo indica, establecer un procedimiento administrativo 





• Apoyar la aprobación en el plenario de la Asamblea Nacional, del Proyecto 
de Ley, denominado “Ley de Régimen de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común”, ya que vendría a contribuir en gran 
manera al desarrollo de la regulación del Procedimiento Administrativo en 
Nicaragua. 
• Prescindir de las disposiciones del Código de Procedimiento Civil vigente, 
en la tramitación del Procedimiento administrativo, para ello recomiendo 
promover la creación de normas tanto a nivel legislativo como 
administrativo, que tengan como finalidad principal llenar los vacíos 
normativos, en lo que al procedimiento administrativo se refiere. 
• Capacitar  a los servidores públicos, a fin de que estos se apropien al 
menos de los principios generales del procedimiento administrativo, y que 
paulatinamente se prescinda de la aplicación de normas del Código de 
Procedimiento Civil vigente. 
•  Como complemento de lo anterior, se debe promover, en conjunto con el 
Ejecutivo y las Universidades, la creación de más textos especializados que 
faciliten el estudio del Derecho Administrativo, particularmente del 
Procedimiento Administrativo, ya que actualmente es una rama del Derecho 
olvidada tanto por los juristas, los estudiantes y los administrados. 
• Buscar apoyo internacional, a nivel académico e institucional, de países que 
cuenten con un marcado desarrollo del Procedimiento Administrativo, con el 
objetivo de que nos trasmitan sus experiencias en la regulación de la 
materia, nos hagan sugerencias para que luego se pongan en práctica en la 
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